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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 
Dirección única para correspondencia1  

 correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE:   11001333400320210033700 

DEMANDANTE:  COLEGIO MONTERREY 

DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DISTRITAL                                                        

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Asunto:    Admite demanda 

 

En atención al informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a 

tomar la decisión que en derecho corresponda2. 
 

Mediante providencia del 30 de junio de 2022, el Despacho inadmitió la 

demanda con el fin que la parte actora diera cumplimiento a lo siguiente: 

 

i) Allegara en debida forma el respectivo poder, conforme lo exige el 

artículo 74 del Código General del Proceso, en concordancia con el 

artículo 5 del Decreto 806 de 2020 (con vigencia permanente desde 

la promulgación de la Ley 2213 de 2022). Particularmente, aportara 

constancia de que había sido remitido por el poderdante, vía 

mensaje de datos. 

 

ii) Determinara con claridad y precisión las pretensiones de la 

demanda, a partir de la individualización de los actos demandados, 

puesto que no había incluido la Resolución No. 126 de 30 de 

septiembre de 2020, pese a que la mencionaba en los hechos de la 

demanda. 

 

iii) Allegar constancia del envío de la subsanación y sus anexos a la 

dirección de notificaciones judiciales de la entidad demandada, de 

acuerdo con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 6 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020. 

 
 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 
2 Expediente electrónico, archivo 14InformeSecretarial.pdf 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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El auto de inadmisión de la demanda fue notificado por estado del 1° de 

julio de 2022, y comunicado en la misma fecha. 

 

El 14 de julio de 2022, dentro del término legal establecido, el apoderado de 

la parte actora presentó subsanación de la demanda3.  

 

De la revisión de la subsanación presentada, el Despacho concluye que se 

sanearon los defectos advertidos, en la medida que: 

 

i. Se aportó constancia de que el poder de representación judicial 

fue remitido desde el correo electrónico del Colegio Monterrey 

(colmonterrey@hotmail.com) al correo del abogado 

(edwinbeltran80@hotmail.com)5.  

 

ii. Presentó escrito de demanda en el que incluye la pretensión de 

nulidad de la Resolución No. 126 del 30 de septiembre de 20206. 

 

iii. Aportó constancia del envío de la subsanación de la demanda y 

los anexos el 14 de julio de 2022, a las direcciones electrónicas 

notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co y 

notificacionestutelas@educaciónbogota.edu.co7  

 

Por lo anterior, encuentra el Despacho que la demanda fue subsanada 

conforme a los requisitos de forma establecidos por la ley, y será admitida 

en primera instancia, teniendo en cuenta lo siguiente: 
 

 

 

Acto(s) acusado(s) 

Resolución No. 126 de 30 de septiembre de 2020 del Director 

de Inspección y Vigilancia de la Secretaría de Educación 

Distrital de Bogotá, “por medio de la cual se profiere acto 

administrativo sancionatorio, adelantado en contra del 

establecimiento de educación formal de naturaleza privada 

denominado Colegio Monterrey, dentro del expediente No. 1-

02-2-2018-10-0218”. 

 

Resolución No. 014 de 5 de marzo de 2021 del Director de 

Inspección y Vigilancia de la Secretaría de Educación Distrital 

de Bogotá, “por la cual se resuelve el recurso de reposición 

interpuesto contra la Resolución No. 126 del 30 de septiembre 

de 2020”. 

 

Expedidos por 

 

Bogotá D.C. – Secretaría Distrital de Educación  

 

 

Decisión 

Sanciona al Colegio Monterrey con el cierre de las aulas 

estudiantiles donde presta el servicio público de educación 

formal para jóvenes y niños, ubicadas en las sedes de las 

direcciones Diagonal 87 Bis No. 79ª – 23, Diagonal 87 Bis No. 7ª 

– 25, Transversal 79ª No. 86 – 23 y Transversal 79ª No. 86 – 29, en 

                                                 

3 Expediente electrónico, archivo 08CapturaRecibeSubsanación.pdf. 
4 Expediente electrónico, archivo 12CorreoPoderEspecialSubsanación.pdf. 
5 Expediente electrónico, archivo 12CorreoPoderEspecialSubsanación.pdf. 
6 Expediente electrónico, archivo 13.DemandayMedidaCautelarSubsanada.pdf. 
7 Expediente electrónico, archivo 11CorreoEnvioSED.pdf. 

mailto:colmonterrey@hotmail.com
mailto:edwinbeltran80@hotmail.com)
mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
mailto:notificacionestutelas@educaciónbogota.edu.co
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razón a que la licencia de funcionamiento no autoriza la 

prestación de esta modalidad de servicios educativos en esas 

sedes. 
 

 

Lugar donde se dio el 

hecho que originó la 

sanción (Art. 156 – 8 del 

C.P.A.C.A.). 
 

 

Bogotá. 

 

Cuantía inferior a 300 

SMLMV (artículos 155 – 3 y 

157 del C.P.A.C.A.)8 

 

Estima la cuantía en $0 debido a que a la fecha de radicación 

de la demanda no se había materializado la orden de cierre 

de la institución educativa, pero incluye la pretensión de 

restablecimiento económico del pago de las sumas de dinero 

equivalentes al perjuicio económico por la pérdida de 

alumnos, afectación al buen nombre, lucro cesante y daño 

emergente que sean cuantificados en la oportunidad 

procesal correspondiente. 

 

 

 

 

 

Caducidad (artículo 164 

numeral 2, literal d del 

CPACA). “Cuando se 

pretenda la nulidad y 

restablecimiento del 

derecho, la demanda 

deberá presentarse 

dentro del término de 

cuatro (4) meses 

contados a partir del día 

siguiente al de la 

comunicación, 

notificación, ejecución o 

publicación del acto 

administrativo, según el 

caso, salvo las 

excepciones 

establecidas en otras 

disposiciones legales” 

La Resolución No. 014 de 5 de marzo de 2021 del Director de 

Inspección y Vigilancia de la Secretaría de Educación Distrital 

de Bogotá, “por la cual se resuelve el recurso de reposición 

interpuesto contra la Resolución No. 126 del 30 de septiembre 

de 2020” fue notificada por aviso de 5 de abril de 2021, fijado 

por 5 días, por lo que se entiende surtida el 12 de abril de 

20219. 

 

Luego, inicialmente, el término para la presentación oportuna 

de la demanda era hasta el 12 de agosto de 2021. 

 

Sin embargo, en virtud de la suspensión del término de 

caducidad establecida en el artículo 21 de la Ley 640 de 2001, 

debe tenerse en cuenta que la parte demandante presentó 

la solicitud de conciliación extrajudicial el 6 de julio de 2021, 

con lo cual se suspendió el término10. 

 

La constancia de conciliación extrajudicial fallida se expidió 

el 8 de octubre de 2021, por lo que teniendo en cuenta esta 

fecha, el término de caducidad finalizaba el 16 de noviembre 

de 2021, y como la demanda fue radicada el 11 de octubre 

de 2021, se concluye que su radicación fue oportuna11. 

 

 

Conciliación (artículo 

161 – 1 del C.P.A.C.A.) 

Se aportó constancia del trámite fallido de conciliación 

extrajudicial de 8 de octubre de 2021, ante la Procuraduría 

138 Judicial II para Asuntos Administrativos, en la que se 

verifica el cumplimiento del requisito de procedibilidad12. 

                                                 

8 La Ley 2080 de 2022 amplió la competencia de los Juzgados a las demandas cuya cuantía fuera 

hasta 500 SMLMV, sin embargo, en el artículo 86 de la norma citada se estableció que las normas que 

modificaban las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y del Consejo de Estado 

solo se aplicarían respecto de las demandas que se presenten un año después de publicada esta ley, 

es decir, después del 25 de enero de 2021. Como la demanda se presentó el 11 de octubre de 2021, 

no le son aplicables las modificaciones en materia de competencia por cuantía. 
9 Expediente electrónico, folio 157, archivo 02Pruebas.pdf. 
10 Expediente electrónico, folios 11 a 13, archivo 03Anexos.pdf. 
11 Expediente electrónico, Archivo 04ActaReparto.pdf. 
12 Expediente electrónico, folios 11 a 13, archivo 02Pruebas.pdf. 
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La solicitud de conciliación extrajudicial fue radicada el 6 de 

julio de 2021. La audiencia de conciliación fallida se celebró 

el 17 de septiembre de 2021. 

 

 

Vinculación tercero 
 

 

No procede 

 

En consecuencia, se DISPONE: 
 

PRIMERO. ADMÍTASE LA DEMANDA por el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho presentada por el COLEGIO MONTERREY, en 

contra de BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL. 
 

SEGUNDO. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la demandada y al Ministerio 

Público en los términos señalados en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, y POR ESTADO a la parte 

actora y a su apoderado, en los términos del artículo 201 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021, y del artículo 9 de 

la Ley 2213 de 2022. 

 

Para surtir la notificación judicial a la demandada se deberá tener en cuenta 

lo previsto en el artículo 8 de la Ley 2213 de 202213, el artículo 28 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 202014 y demás normas concordantes, por lo que, con la 

notificación personal al buzón de notificaciones judiciales se remitirá 

únicamente copia del presente auto, en el entendido que la demanda, la 

subsanación y sus anexos fueron remitidos por la parte demandante. 

 

TERCERO. Surtidas las notificaciones, una vez vencido el término de que trata 

el inciso 4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 

48 de la Ley 2080 de 2021, córrase traslado de la demanda a los sujetos 

procesales, por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 17515 

y el artículo 201A de la Ley 1437 de 2011, modificados por el artículo 38 y 51 de 

la Ley 2080 de 202116, respectivamente, del escrito de contestación a la 

                                                 

13 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente 

también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la 

dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 

necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para 

un traslado se enviarán por el mismo medio.” (Se resalta). 
14 “Artículo 28. Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 

utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 

notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 

actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 

formalidades presenciales innecesarias.”  (Se resalta). 
15 “Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 

201A por el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre 

las excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con 

las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. (…)”. (Resalta el Juzgado). 
16 “Artículo 201A. Traslados. Los traslados deberán hacerse de la misma forma en que se fijan los 

estados. Sin embargo, cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba correrse 

traslado a los demás sujetos procesales, mediante la remisión de la copia por un canal digital, se 

prescindirá del traslado por secretaria, el cual se entenderá realizado a los dos (2) días hábiles 
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demanda se podrá acreditar ante el Juzgado el envío a los demás sujetos 

procesales mediante remisión de copia por un canal digital, caso en el cual, 

se prescindirá del traslado de las excepciones por secretaría. 

 

Para el efecto, se informa el correo electrónico de la Procuradora Judicial 34 

Judicial I para Asuntos Agrarios con asignación de funciones en la 

Procuraduría Delegada para la Conciliación Administrativa, delegada ante 

este Despacho, doctora Mayra Alejandra Mendoza Guzmán, 

correspondiente a mmendozag@procuraduria.gov.co. 

 

CUARTO. Recuérdese a las partes que deben cumplir con los deberes que les 

corresponden, en especial con el consagrado en el numeral 10 del artículo 78 

del Código General del Proceso17, so pena de las consecuencias establecidas 

en el artículo 173 de esa misma codificación18. 
  

QUINTO. Adviértase al representante de la entidad demandada que, 

durante el término para contestar la demanda, deberá allegar copia de los 

antecedentes administrativos que dieron lugar a los actos administrativo, así 

como la copia de dichas decisiones, y la totalidad de las pruebas que se 

encuentren en su poder de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4 y 

el parágrafo 1° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Para tal efecto, elaborará un índice en el que especifique de manera clara, 

los folios y los documentos aportados de manera ordenada, legible y 

cronológica. 
 

SEXTO. Reconocer personería adjetiva al abogado EDWIN FERNANDO 

BELTRÁN RODRÍGUEZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 

80.231.454 portador de la tarjeta profesional número 303.739 del C. S. de la 

J., como apoderado de la parte demandante, de acuerdo con el poder 

obrante en el expediente electrónico19, quien será notificado en el correo 

electrónico edwinbeltran80@hotmail.com20. 

 

SÉPTIMO. Las direcciones electrónicas de notificaciones de las partes del 

proceso, son las siguientes: 
 

Parte demandante: colmonterrey@hotmail.com 

 

Apoderada parte demandante: edwinbeltran80@hotmail.com 

                                                 

siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente. 

(…)” (Subrayas del Juzgado). 
 
17 Artículo 78. Deberes de las partes y sus apoderados. Son deberes de las partes y sus apoderados: 

(…) 

 

10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio 

del ejercicio del derecho de petición hubiere podido conseguir. (…) 
18 Artículo 173. Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán 

solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados 

para ello en este código. (…). 
19 Expediente electrónico, folios 26 a 29 y 53, archivo 01DemandaNyR.pdf 
20 Expediente electrónico, archivo 10.Poder.pdf 
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Parte demandada (Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital):  

 

notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co 

 

notificacionestutelas@educacionbogota.edu.co 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 
 
 
 

JB 

 

Firmado Por:

Edna   Paola Rodriguez   Ribero

Juez

Juzgado Administrativo

003

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 97e5ade01f7187285b19d05666b80f18af7ce6700321191b97beb8bbeff532ec

Documento generado en 19/08/2022 05:16:46 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 
Dirección única para correspondencia1  

 correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto dos mil veintidós (2022) 
 

EXPEDIENTE:   11001333400320220007100 

DEMANDANTE:  JOSÉ EDISON MANRIQUE ARIAS 

DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Asunto:    Admite demanda 

 

En atención al informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a 

tomar la decisión que en derecho corresponda sobre la admisión de la 

demanda2. 

 

Revisada la demanda y sus anexos, encuentra el Despacho que la 

demanda cumple con los requisitos de forma establecidos por la ley, y será 

admitida en primera instancia, teniendo en cuenta lo siguiente: 
 

 

 

Acto(s) acusado(s) 

Resolución No. 6853 del 15 de septiembre de 2020 “Por 

medio del cual se declara como contraventor de la 

infracción D-12 al señor JOSÉ EDISON MANRIQUE ARIAS 3. 

 

Resolución No. 1779-02 del 24 de junio de 2021 “Por medio 

de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del 

expediente No. 6853”4. 

 

Expedidos por 

 

Bogotá D.C. – Secretaría Distrital de Movilidad  

 

 

Decisión 

Declara contraventor al demandante, por incurrir en lo 

previsto en el artículo 131, literal D de la Ley 769 de 2002, 

reformado por el artículo 21 de la Ley 1383 de 2010, literal 

D, inciso 12. Impone multa equivalente a $828.100 y 

sanciona al contraventor con inmovilización del vehículo 
 

 

Lugar donde se dio el hecho 

que originó la sanción (Art. 

156 – 8 del C.P.A.C.A.). 
 

 

Bogotá5. 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 

dirigidos a este Despacho. 

 
2 Expediente electrónico, archivo 05InformeSecretarial202200071.pdf 

 
3 Expediente electrónico, folios 58 a 68, archivo 02Demanda.pdf. 

 
4 Expediente electrónico, folio 81, archivo 02Demanda.pdf. 

 
5Expediente electrónico, folios 53 y 55, archivo archivo02Demanda.pdf. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Cuantía inferior a 500 

SMLMV (artículos 155 – 3 y 

157 del C.P.A.C.A.)6 

 

Las pretensiones económicas de restablecimiento del 

derecho son las siguientes: 

 

- $828.100, correspondiente a la multa impuesta. 

 

- $479.600 solicitado como restablecimiento del 

derecho en virtud de lo pagado por el demandante 

por concepto de parqueadero y grúa. 

 

La parte demandante estima la cuantía en $1.307.700 

(valor de la multa más el parqueadero). 

 

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 157 del 

C.P.A.C.A., la cuantía se define por el valor de la sanción, y 

cuando existen varias pretensiones, por el valor de la 

pretensión mayor. 

 

En este caso, el valor de la multa es de $828.100, que a su 

vez sería la pretensión mayor, y que es inferior a 500 SMLMV, 

por lo cual la competencia en primera instancia está 

radicada en los Juzgados Administrativos. 

 

 

 

 

 

Caducidad (artículo 164 

numeral 2, literal d del 

CPACA). “Cuando se 

pretenda la nulidad y 

restablecimiento del 

derecho, la demanda 

deberá presentarse dentro 

del término de cuatro (4) 

meses contados a partir del 

día siguiente al de la 

comunicación, notificación, 

ejecución o publicación del 

acto administrativo, según 

el caso, salvo las 

excepciones establecidas 

en otras disposiciones 

legales” 

La Resolución No. 1779 de 24 de junio de 2021, por medio 

de la cual se el recurso de apelación en contra del acto 

administrativo que impuso la sanción, fue notificada 

electrónicamente el 2 de agosto de 20217. Luego, 

inicialmente, el término para la presentación oportuna de 

la demanda era hasta el 3 de diciembre de 2021. 

 

Sin embargo, en virtud de la suspensión del término de 

caducidad establecida en el artículo 21 de la Ley 640 de 

2001, debe tenerse en cuenta que la parte demandante 

presentó la solicitud de conciliación extrajudicial el 1 de 

diciembre de 2021, con lo cual se suspendió el término8. 

 

La constancia de conciliación extrajudicial fallida se 

expidió el 17 de febrero de 2022, por lo que teniendo en 

cuenta esta fecha, el término de caducidad finalizaba el 

19 de febrero de 2022, y como la demanda fue radicada 

el 21 de febrero de 2022, se concluye que su radicación fue 

oportuna9. 

 

 

Conciliación (artículo 161 – 

1 del C.P.A.C.A.) 

Se aportó constancia del trámite fallido de conciliación 

extrajudicial de la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos 

Administrativos, en la que se verifica el cumplimiento del 

                                                 

6 La Ley 2080 de 2022 amplió la competencia de los Juzgados a las demandas cuya cuantía fuera hasta 500 

SMLMV, sin embargo, en el artículo 86 de la norma citada se estableció que las normas que modificaban las 

competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y del Consejo de Estado solo se aplicarían respecto de 

las demandas que se presenten un año después de publicada esta ley, es decir, después del 25 de enero de 2021. 

Como la demanda se presentó el 17 de febrero de 2022, le son aplicables las modificaciones en materia de 

competencia por cuantía. 

 
7 Expediente electrónico, folio 83, archivo 02Demanda.pdf. 

 
8 Expediente electrónico, Folios 87 a 89, archivo02Demanda.pdf 

 
9 Expediente electrónico, Archivo 1CapturaRecibeDemanda.pdf. 
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requisito de procedibilidad10. 

 

La solicitud de conciliación extrajudicial fue radicada el 1 

de diciembre de 2021. La audiencia de conciliación fallida 

se celebró el 17 de febrero de 2022. 

 

 

Vinculación tercero 
 

 

No procede 

 

En consecuencia, se DISPONE: 
 

PRIMERO. ADMÍTASE LA DEMANDA por el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho presentada por el señor JOSÉ EDISON 

MANRIQUE ARIAS, en contra de BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD. 
  

SEGUNDO. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la demandada y al Ministerio 

Público en los términos señalados en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, y POR ESTADO a la parte 

actora y a su apoderada, en los términos del artículo 201 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 49 de la Ley 2080 de 2021, y del artículo 9 de 

la Ley 2213 de 2022. 

 

Para surtir la notificación judicial a la demandada se deberá tener en cuenta 

lo previsto en el artículo 8 de la Ley 2213 de 202211, el artículo 28 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 DE 202012 y demás normas concordantes, por lo que, con la 

notificación personal al buzón de notificaciones judiciales se remitirá 

únicamente copia del presente auto, en el entendido que la demanda y sus 

anexos fueron remitidos por la parte demandante el 17 de febrero de 2022, 

al correo electrónico judicial@movilidadbogota.gov.co13. 

 

TERCERO. Surtidas las notificaciones, una vez vencido el término de que trata 

el inciso 4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 

48 de la Ley 2080 de 2021, córrase traslado de la demanda a los sujetos 

procesales, por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011. 

 

                                                 

10 Expediente electrónico, Folios 87 a 89, archivo 02Demanda.pdf 

 
11 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente 

también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la 

dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 

necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para 

un traslado se enviarán por el mismo medio.” (Se resalta). 

 
12 “Artículo 28. Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 

utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 

notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 

actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 

formalidades presenciales innecesarias.”  (Se resalta). 

 
13 Expediente electrónico, archivo 03Anexos.pdf. 
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Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 17514 

y el artículo 201A de la Ley 1437 de 2011, modificados por el artículo 38 y 51 de 

la Ley 2080 de 202115, respectivamente, del escrito de contestación a la 

demanda se podrá acreditar ante el Juzgado el envío a los demás sujetos 

procesales mediante remisión de copia por un canal digital, caso en el cual, 

se prescindirá del traslado de las excepciones por secretaría. 

 

Para el efecto, se informa el correo electrónico de la Procuradora Judicial 34 

Judicial I para Asuntos Agrarios con asignación de funciones en la 

Procuraduría Delegada para la Conciliación Administrativa, delegada ante 

este Despacho, doctora Mayra Alejandra Mendoza Guzmán, 

correspondiente a mmendozag@procuraduria.gov.co. 

 

CUARTO. Recuérdese a las partes que deben cumplir con los deberes que les 

corresponden, en especial con el consagrado en el numeral 10 del artículo 78 

del Código General del Proceso16, so pena de las consecuencias establecidas 

en el artículo 173 de esa misma codificación17. 
  

QUINTO. Adviértase al representante de la entidad demandada que, 

durante el término para contestar la demanda, deberá allegar copia de los 

antecedentes administrativos que dieron lugar a los actos administrativo, así 

como la copia de dichas decisiones, y la totalidad de las pruebas que se 

encuentren en su poder de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4 y 

el parágrafo 1° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Para tal efecto, elaborará un índice en el que especifique de manera clara, 

los folios y los documentos aportados de manera ordenada, legible y 

cronológica. 
 

SEXTO. Reconocer personería adjetiva a la abogada LADY CONSTANZA 

ARDILA PARDO, identificada con la cédula de ciudadanía número 

1.019.045.884 de Bogotá y portadora de la tarjeta profesional número 

257.615 del C. S. de la J., como apoderada de la parte demandante, de 

                                                 

14 “Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por 

el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas 

y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás excepciones podrá también 

solicitar pruebas. (…)”. (Resalta el Juzgado). 

 
15 “Artículo 201A. Traslados. Los traslados deberán hacerse de la misma forma en que se fijan los estados. Sin 

embargo, cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba correrse traslado a los demás sujetos 

procesales, mediante la remisión de la copia por un canal digital, se prescindirá del traslado por secretaria, el cual 

se entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo 

empezará a correr a partir del día siguiente. (…)” (Subrayas del Juzgado). 
16 Artículo 78. Deberes de las partes y sus apoderados. Son deberes de las partes y sus apoderados: (…) 

 

10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio 

del derecho de petición hubiere podido conseguir. (…) 

 
17 Artículo 173. Oportunidades probatorias. Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 

practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este código. 

(…). 
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acuerdo con los poderes obrantes en el expediente electrónico18, quien será 

notificada en el correo electrónico lardila@procederlegal.com19. 

 

SÉPTIMO. Las direcciones electrónicas de notificaciones de las partes del 

proceso, son las siguientes: 
 

Parte demandante: edison.manrique.transportes@gmail.com 

 

Apoderada parte demandante: lardila@procederlegal.com 

 

Parte demandada (Bogotá D.C. – Secretaría Distrital de Movilidad):  

 

judicial@movilidadbogota.gov.co 

 

notifica.judicial@gobiernobogota.gov.co 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 
 
 
 

JB 

 

  

                                                 

18 Expediente electrónico, folios 25 a 29, archivo 02Demanda.pdf 

 
19 Aunque en algunas partes de la demanda se señala la dirección electrónica 

lardila@equipolegal.com.co, la dirección electrónica que aparece registrada en el Registro 

Nacional de Abogada y desde la cual se advierte que la apoderada envía 

comunicaciones es lardila@procederlegal.com 
 

mailto:lardila@procederlegal.com
mailto:lardila@procederlegal.com
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE:   11001333400320220019400 

 

DEMANDANTE:  PEDRO PABLO MOYANO SORACA 

DEMANDADO:  BOGOTÁ DC – SECRETARÍA DE MOVILIDAD 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Asunto:    Inadmite demanda  

 

Visto el informe secretarial que antecede2, procede el Juzgado a tomar la 

decisión que en derecho corresponda, previo los siguientes 

 

I. ANTECEDENTES 

 

El señor PEDRO PABLO MOYANO SORACA, a través de apoderado judicial, en 

ejercicio del medio de control de nulidad, presentó demanda en la que solicitó 

declarar la nulidad de (i) la Resolución No. 1457 – 02 de 17 de junio de 2019, a 

través del cual la Secretaría Distrital de Movilidad confirmó la decisión de 28 de 

agosto de 2018, de declararlo contraventor de una infracción de tránsito y (ii) 

el oficio de 8 de abril de 2021, a través del cual la entidad demandada se negó 

a aplicar el silencio administrativo positivo, con fundamento en que la 

Resolución No. 1457 – 02 de 17 de junio de 2019 resolvió el recurso de apelación 

luego de haber transcurrido más de un año desde su interposición. 

El demandante señala que el medio de control procedente es de nulidad y no 

estima razonadamente la cuantía, por considerar que no exige un 

restablecimiento del derecho. En este sentido, afirma lo siguiente: 

“Es competencia de los señores Jueces Administrativos conocer en 

primera instancia de la presente demanda, por la naturaleza de la 

acción y el domicilio de la parte demandada previa advertencia que 

                                                           

1Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 

2 Expediente electrónico, archivo 04InformeSecretarial.pdf 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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como quiera que en la presente demanda no se está pretendiendo 

restablecimiento ni reclamación de algún derecho económico, no se 

hace referencia a estimación de cuantía ni concreta ni indeterminada”. 

El proceso correspondió por reparto a este Juzgado según acta del 18 de abril 

de 20223. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 137 del C.P.A.C.A. establece que toda persona podrá pedir que se 

declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general, cuando 

hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, 

o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho 

de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las 

atribuciones propias de quien los profirió. A su vez, establece que 

excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de 

contenido particular en los siguientes casos: 

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 

produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho 

subjetivo a favor del demandante o de un tercero. 

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave 

el orden público, político, económico, social o ecológico. 

4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 

Luego, la disposición normativa citada señala que, si de la demanda se 

desprende que se persigue el restablecimiento automático de un derecho, se 

tramitará conforme a las reglas del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho. 

En este caso, el demandante pretende la nulidad de la decisión que le negó la 

aplicación del silencio administrativo positivo con respecto al recurso de 

apelación que presentó en contra del acto administrativo que lo declaró 

contraventor de las normas de tránsito. 

Al expediente se aportó copia de la decisión inicial proferida en el proceso 

contravencional, en la que se advierte que consecuencial a la decisión que 

declaró que el demandante cometió la infracción de tránsito, registra una 

sanción en su contra de suspensión de la licencia de tránsito por el término de 

10 años, la imposición de una multa por valor de $18.749.800 y la inmovilización 

del vehículo en el que se cometió la infracción por 10 días hábiles. 

                                                           

3 Expediente electrónico, archivo 03Reparto.pdf 
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Por lo anterior, el Despacho advierte que se trata de actos administrativos de 

contenido particular y concreto, y aun cuando no se solicite, de su nulidad 

devendría un restablecimiento automático del derecho, por la eliminación de 

las sanciones impuestas, entre las cuales se encuentra una de carácter 

pecuniario. De ahí que el medio de control procedente es el de nulidad y 

restablecimiento del derecho, por lo que la parte demandante deberá 

adecuar la demanda en el término de subsanación. 

Además de la adecuación del escrito, debe tenerse en cuenta el cumplimiento 

de los restantes requisitos en atención a la vía procesal procedente, tales como: 

i. La estimación razonada de la cuantía, según lo ordena el numeral 6 

del artículo 162 del C.P.A.C.A. 

 

ii. El agotamiento del requisito de conciliación prejudicial, según lo exige 

el numeral 1 del artículo 161 del C.P.A.C.A. 

 

En consecuencia, se DISPONE: 

 

Único. Inadmitir la demanda de la referencia y conceder a la parte 

demandante el término de diez (10) días, so pena de su rechazo, tal como lo 

dispone el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza  

 
JB 

Firmado Por:

Edna   Paola Rodriguez   Ribero

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO  DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto del dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:   110013334003202200052 - 00 

Demandante: JENNY ANDREA CÁRDENAS ÁVILA 

Demandado: MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO - 

UNIDAD ADMINISTRATIVA JUNTA CENTRAL DE 

CONTADORES                          

Medio de control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Asunto:   Remite por competencia territorial 

  

Visto el informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a tomar la 

decisión que en derecho corresponda, previo los siguientes2 

 

ANTECEDENTES 

 

EL 29 de marzo de 2017, en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, la señora Jenny Andrea Cárdenas Ávila, a 

través de apoderado judicial, interpuso demanda en la que solicitó la nulidad 

de las Resoluciones No. T0000-243 de 147 de diciembre de 2015, “por medio 

de la cual se emite fallo de única instancia dentro de una investigación 

disciplinaria”, y No. 000 – 546 de 28 de octubre de 2016 “por medio de la cual 

se resuelve un recurso de reposición”, emitidas por la Unidad Administrativa 

Especial Junta Central de Contadores3. 

 

A través de los citados actos administrativos, se declaró disciplinariamente 

responsable a la actora y se le sancionó con “SUSPENSIÓN DE LA INSCRIPCIÓN 

PROFESIONAL por el término de DOCE (12) MESES”, por vulnerar las 

disposiciones legales y la ética profesional en ejercicio de su actividad como 

Contadora Pública, previstas en los artículos 37.4, 37.6 y 70 de la Ley 43 de 13 

de diciembre de 1990 ; 638, 659 659-1 y 660 del Estatuto Tributario.   

 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 
2 Archivo 03InformeSecretarial202200052.pdf. 
3 Archivo CPrincipal.pdf, folio 199. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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El asunto correspondió por reparto de 4 de abril de 2017, al Consejo de Estado, 

Despacho de la Magistrada María Elizabeth García González, con el número 

de radicado 110010324000201700129004. 

 

A través de auto de 2 de junio de 2017, el Consejo de Estado admitió la 

demanda, y dispuso su notificación al director de la Junta Central de 

Contadores y a ministra de comercio, industria y turismo5. 

 

El 13 de julio de 2017, la UAE Junta Central de Contadores contestó la 

demanda6. 

 

A través del auto de 30 de septiembre de 2021, el Consejo de Estado solicitó 

a la parte demandante estimar razonadamente la cuantía de las pretensiones 

de la demanda7. 

 

A través de auto de 3 de noviembre de 2021, el Consejo de Estado dispuso 

remitir el proceso a los Juzgados Administrativos de Bogotá, debido a que la 

parte actora estimó la cuantía en $90.852.600, correspondiente a los perjuicios 

inmateriales, suma inferior los 300 S.M.L.M.V., y dado que el lugar de 

expedición de los actos administrativos había sido Bogotá8. 

 

El proceso correspondió por reparto a esta Juzgado, según acta de 8 de 

febrero de 20229. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Revisado entonces el contenido de los actos administrativos acusados, 

encuentra el Juzgado que carece de competencia para tramitar el 

presente asunto. Lo anterior, teniendo en cuenta que, en cuanto a la 

competencia por razón del territorio el artículo 156 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece: 

 

“ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la 

determinación de la competencia por razón del territorio se 

observarán las siguientes reglas: 

(…) 

2. En los de nulidad y restablecimiento se determinará por el lugar 

donde se expidió el acto, o por el del domicilio del demandante, 

siempre y cuando la entidad demandada tenga oficina en dicho 

lugar. 

                                                 

4 Archivo CPrincipal.pdf, folio 200. 
5 Archivo CPrincipal.pdf, folio 202. 
6 Archivo C Principal.pdf, folio 227 
7https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8080/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=1100103240002

01700129001100103. 
8 Archivo C Principal.pdf, folios 267 a 270. 
9 Archivo C Principal.pdf, folio 273. 
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(…) 

8. En los casos de imposición de sanciones, la competencia se 

determinará por el lugar donde se realizó el acto o el hecho que dio 

origen a la sanción. 

(…)” (Resalta el Juzgado) 

 

A su turno, el artículo el artículo 155 ídem, contempla: 

 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN 

PRIMERA INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en primera 

instancia de los siguientes asuntos: (...) 

 

3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se 

controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 

cuantía no exceda de trescientos (300) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. (…)” 

Las normas trascritas previamente, señalan claramente que en los casos de 

imposición de sanciones, la competencia territorial se determinará por el 

lugar donde se realizó el acto o el hecho que dio lugar a la sanción y en 

cuanto a la cuantía será competencia de los Juzgados Administrativos 

aquellos asuntos en los que esta no exceda de 300 SMLMV. 

En este caso, el Despacho advierte que los actos administrativos 

demandados impusieron una sanción disciplinaria a la demandante, luego 

la regla de competencia territorial aplicable, atiende a la determinación 

del lugar donde ocurrieron los hechos que dieron origen a dicha sanción 

(numeral 8 del artículo 156 del C.P.A.C.A.). 

A partir de lo expuesto por la UAE Junta Central de Contadores en la 

Resolución No. 0000249 de 7 de diciembre de 2015, se colige que: 

i. La sanción disciplinaria se impuso a causa de que la señora Jenny 

Andrea Cárdenas Ávila, en calidad de revisora fiscal de 

contribuyente CI Proveedora de Metales Colombianos S.A.S. 

certificó la corrección de la declaración de IVA, correspondiente 

al sexto (6) periodo del año gravable 2010, sobre hechos que no 

revelaban la realidad económica y financiera del ente 

económico10;  

ii. El contribuyente CI Proveedora de Metales Colombianos S.A.S. se 

encontraba registrado ante la Cámara de Comercio de 

Barranquilla11. 

                                                 

10 Archivo CPrincipal.pdf, folio 11 y 26. 
11 Archivo CPrincipal.pdf, folio 16. 
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iii. La declaración del impuesto sobre las ventas del año gravable 

2010, bimestre 69, se presentó ante la DIAN – Seccional 

Barranquilla12. 

iv. La actuación disciplinaria tuvo origen en informe presentado por 

el Jefe de Gestión de Fiscalización (E) de la Dirección Nacional de 

Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN – Seccional Barranquilla13. 

En suma, el lugar donde se realizó el acto o el hecho dio origen a la sanción 

es la ciudad de Barranquilla (Atlántico), de ahí que el conocimiento de la 

demanda corresponde a los Juzgados Administrativos de dicho circuito 

judicial. 

 

Así las cosas, los Juzgados Administrativos son los competentes para 

conocer el proceso, según las reglas de competencia funcional por el 

factor cuantía, razón de la decisión del Consejo de Estado en el auto 

remisorio. 

 

Si bien como una motivación adicional señaló que la competencia 

territorial correspondía a los Juzgados Administrativos de Bogotá, por ser el 

lugar de expedición de los actos administrativos demandados, esto fue un 

obiter dicta, por lo que corresponde aplicar la de la regla especial a de 

competencia, relativa a que conoce el juez del lugar donde se realizó el 

acto o el hecho dio origen a la sanción.  

 

Justamente, la preminencia de la regla especial para establecer la 

competencia territorial cuando se trata de actos que imponen sanciones, 

ha sido un criterio del Consejo de Estado, en providencias como la que a 

continuación se cita: 

 

“El Despacho considera que el conocimiento del asunto de la 

referencia le corresponde al Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Barranquilla, porque: i) los actos administrativos acusados 

son de naturaleza sancionatoria; ii) se debe aplicar de manera 

preferente la regla especial de competencia territorial en materia 

sancionatoria, contenida en el numeral 8 del artículo 156 de la Ley 

1437; y iii) el lugar donde ocurrió el hecho que generó la sanción, 

radica en el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, por 

tanto se ordenará la remisión del expediente para lo de su 

competencia.”14 

 

                                                 

12 Archivo CPrincipal.pdf, folio 19. 
13 Archivo CPrincipal.pdf, folio 5. 
14 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejero ponente: 

Hernando Sánchez Sánchez, auto del 10 de enero de 2020, Radicación número: 11001-03-24-000-2019-

00426-00. 

 



Expediente: 110013334003202200052 - 00 
Demandante: JENNY ANDREA CÁRDENAS ÁVILA 
Demandado: U.A.E. JUNTA CENTRAL DE CONTADORES 

Medio de Control: Nulidad y restablecimiento 

Asunto: Remite por competencia territorial 

 

Página 5 de 5 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Declarar que este Juzgado carece de competencia territorial 

para tramitar el proceso 11001333400320220005200, de acuerdo con lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO. Remitir por competencia, el proceso radicado No.  

11001333400320220005200, en el que fungen como demandante la señora 

JENNY ANDREA CÁRDENAS ÁVILA y como entidades demandadas el 

MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO - UNIDAD ADMINISTRATIVA 

JUNTA CENTRAL DE CONTADORES, a los Juzgados Administrativos de 

Barranquilla (Reparto), de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

TERCERO. Notificar la presente providencia por el medio más expedito.  

 

CUARTO. Por secretaría, dejar las constancias respectivas. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 

 

 

 

JB 

Firmado Por:

Edna   Paola Rodriguez   Ribero

Juez

Juzgado Administrativo

003

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto del dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:   11001333400320220013500 

Demandante: ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S. 

Demandado: COMPAÑÍA ENERGÉTICA DE OCCIDENTE S.A.S. E.S.P.                       

Medio de control:  NULIDAD  

 

Asunto:   Remite por competencia territorial 

  

Visto el informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a tomar la 

decisión que en derecho corresponda, previo los siguientes2 

 

ANTECEDENTES 

 

EL 10 de marzo de 2022, en ejercicio del medio de control de nulidad, la 

Sociedad ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S., a través de apoderado judicial, 

interpuso demanda en contra de la Compañía Energética de Occidente 

S.A.S. E.S.P., en la que solicitó la nulidad de los actos administrativos contenidos 

en la decisión No. 7729281 de 23 de abril de 2021, a través de la cual se niega 

la reclamación de modificación o ajuste frente a la cantidad de energía 

facturada, y  la No. 7811617 de 19 de mayo de 2021 de 22 de julio de 2021, a 

por medio de la cual se rechazan los recursos de reposición y apelación en 

contra de la decisión anterior3. 

 

El proceso correspondió por reparto a esta Juzgado, según acta de 10 de 

marzo de 20224. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 137 del C.P.A.C.A. establece que toda persona podrá pedir que 

se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general, 

cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 

deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 
2 Archivo 20.ActadeReparto.pdf 
3 Archivo 02Demanda.pdf. 
4 Archivo C Principal.pdf, folio 273. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los 

profirió. A su vez, establece que excepcionalmente podrá pedirse la nulidad 

de actos administrativos de contenido particular en los siguientes casos: 

 

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que 

se produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho 

subjetivo a favor del demandante o de un tercero. 

 

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 

 

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia 

grave el orden público, político, económico, social o ecológico. 

 

4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 

 

La disposición normativa citada señala que, si de la demanda se desprende 

que se persigue el restablecimiento automático de un derecho, se tramitará 

conforme a las reglas del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho. 

 

En este caso, la parte demandante pretende la nulidad de los actos 

administrativos que niegan la revisión de una facturación del servicio de 

energía, por lo que el Despacho advierte que se trata de actos 

administrativos de contenido particular y concreto, y aun cuando no se 

solicite, de su nulidad devendría un restablecimiento automático del 

derecho. 

 

Sin embargo, la parte demandante invoca el medio de control de nulidad, 

bajo la consideración de que aplica la excepción del numeral 3 del artículo 

137 del C.P.A.C.A., porque como consecuencia de los actos administrativos 

se produjo la suspensión del servicio de energía eléctrica entre el 1 de 

octubre de 2021 y el 6 de noviembre de 2021, con grave afectación del 

servicio público esencial de las telecomunicaciones en algunas veredas del 

municipio de Santander de Quilichao. 

 

Destaca que su principal objeto social es la adquisición, arrendamiento, 

explotación, uso, tenencia, reparación y construcción de torres o estructuras 

metálicas para la instalación de antenas y equipos de comunicaciones, a lo 

largo del territorio nacional; y entre sus principales clientes se encuentran las 

empresas operadoras del servicio de telefónica celular y proveedores del 

servicio de internet, las cuales prestan un servicio de carácter público 
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esencial que brinda beneficio y avance tecnológico a las familias 

colombianas5.  

 

Luego, la suspensión del servicio de energía eléctrica desconoció el Decreto 

No. 464 de 2020 “Por el cual se disponen medidas con el fin de atender la 

situación de emergencia económica, social y ecológica de la que trata el 

Decreto 417 de 2020”, en cuanto a que no se pueden suspender las labores 

de instalación, mantenimiento y adecuación de redes, y lo dispuesto en la 

Ley 2108 del 29 de julio de 2021, sobre el carácter público esencial y universal 

del servicio de internet. 

 

De ahí que en esta etapa corresponde valorar la excepción de 

procedencia del medio de control de nulidad alegada por la parte 

demandante, con el fin de establecer el cauce procesal para decidir sobre 

la admisión de la demanda. 

 

Con respecto a lo anterior, el Despacho advierte que la suspensión del 

servicio de energía no es un efecto directo de los actos administrativos 

demandados, ni que se mantiene en el tiempo con grave afectación en 

materia grave el orden público, político, económico, social o ecológico. A 

su vez, no están demostrados los efectos nocivos alegados. 

 

Por el contrario, si está claro el carácter particular y concreto de los actos 

administrativos demandados, y el restablecimiento económico del derecho 

que se produciría como consecuencia de su nulidad. De ahí, que prima 

facie, se considera que el medio de control procedente es el de nulidad y 

restablecimiento del derecho. 

 

Revisado entonces el contenido de los actos administrativos acusados, 

encuentra el Juzgado que carece de competencia para tramitar el 

presente asunto. Lo anterior, teniendo en cuenta que, en cuanto a la 

competencia por razón del territorio el artículo 156 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece: 

 

“ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la 

determinación de la competencia por razón del territorio se 

observarán las siguientes reglas: 

 

1. En los de nulidad y en los que se promuevan contra los actos de 

certificación o registro, por el lugar donde se expidió el acto. 

 

2. En los de nulidad y restablecimiento se determinará por el lugar 

donde se expidió el acto, o por el del domicilio del demandante, 

                                                 

5 Archivo 07Prueba3.pdf. 
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siempre y cuando la entidad demandada tenga oficina en dicho lugar 

(…)” (Resalta el Juzgado) 

 

En este orden, se tiene que el lugar de expedición de los actos 

administrativos demandados es la ciudad de Popayán (Cauca), y que la 

empresa de servicios públicos demandada no tiene oficina en la ciudad de 

Bogotá, según se advierte del certificado de existencia y representación 

legal6,  por lo cual este Juzgado carece de competencia territorial para 

conocer la demanda. 

 

Si en gracia de discusión se tuviera como medio de control procedente el 

de simple nulidad, se arribaría a la misma conclusión en cuanto a la 

competencia territorial, puesto que el acto fue expedido en Popayán 

(Cauca). 

 

De acuerdo con el certificado de existencia y representación legal, el objeto 

social de la Compañía Energética de Occidente S.A.S. E.S.P. es la 

celebración y ejecución del contrato de gestión para la realización de la 

gestión administrativa, operativa, técnica y comercial, la inversión, 

ampliación de coberturas, rehabilitación y mantenimiento preventivo y 

correctivo de la infraestructura del servicio y demás actividades necesarias 

para la prestación de los servicios de distribución y comercialización de 

energía eléctrica en el departamento del cauca. 

 

Luego, en cuanto al factor funcional, deben tenerse en cuenta las siguientes 

disposiciones normativas: 

 

“ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN 

PRIMERA INSTANCIA. <Artículo modificado por el artículo 28 de la Ley 

2080 de 2021. Consultar régimen de vigencia y transición normativa en 

el artículo 86. El nuevo texto es el siguiente:> Los tribunales 

administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 

asuntos: 

 

1. De la nulidad de actos administrativos expedidos por 

funcionarios u organismos del orden departamental, o por las personas 

o entidades de derecho privado que cumplan funciones administrativas 

en el mismo orden. 

 

(...) 

 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se 

controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 

cuantía exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes. 

                                                 

6 Archivo 07Prueba3.pdf. 
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(...) 

 

22. De los de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de 

cuantía contra actos administrativos expedidos por autoridades del 

orden nacional o departamental, o por las personas o entidades de 

derecho privado que cumplan funciones administrativas en el mismo 

orden” (Negrilla fuera de texto). 

 

“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN 

PRIMERA INSTANCIA. <Artículo modificado por el artículo 30 de la Ley 

2080 de 2021. Consultar régimen de vigencia y transición normativa en 

el artículo 86. El nuevo texto es el siguiente:> Los juzgados administrativos 

conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 

  

1. De la nulidad contra actos administrativos expedidos por funcionarios 

u organismos del orden distrital y municipal, o por las personas o 

entidades de derecho privado que cumplan funciones administrativas 

en el mismo orden. Se exceptúan los de nulidad contra los actos 

administrativos relativos a impuestos, tasas, contribuciones y sanciones 

relacionadas con estos asuntos, cuya competencia está asignada a los 

tribunales administrativos. 

 

(...) 

 

3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho contra actos 

administrativos de cualquier autoridad, cuya cuantía no exceda de 

quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 

 

Así las cosas, de considerarse que el medio de control procedente es el de 

nulidad, la demanda debería remitirse al Tribunal Administrativo del Cauca, 

No obstante, en los términos en que fue presentada la demanda, y 

atendiendo que existirá por lo menos el restablecimiento económico por el 

valor de la facturación que fue objeto de los actos administrativos 

demandado,  este Juzgado considera que se trata de una demanda de 

nulidad y restablecimiento del derecho con cuantía, y en consecuencia,  la 

remisión debe hacerse a los Jueces Administrativos del Circuito Judicial de 

Popayán. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de que el Juez a quien le corresponda por reparto, 

defina en etapa de admisión que la competencia es de otra autoridad 

judicial, en aplicación de factores de competencia distintos al territorial, por 

ejemplo, de la adecuación del medio de control y la estimación razonada 

de la cuantía, o de una conclusión distinta sobre el medio de control 

procedente. 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Declarar que este Juzgado carece de competencia territorial 

para tramitar el proceso 11001333400320220013500, de acuerdo con lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO. Remitir por competencia, el proceso radicado No. 

11001333400320220013500, en el que fungen como demandante la 

Sociedad ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S. y como demandada COMPAÑÍA 

ENERGÉTICA DE OCCIDENTE S.A.S. E.S.P., a los Juzgados Administrativos de 

Popayán (Reparto), de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

TERCERO. Notificar la presente providencia por el medio más expedito.  

 

CUARTO. Por secretaría, dejar las constancias respectivas. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 

 

 

 

JB 

Firmado Por:

Edna   Paola Rodriguez   Ribero

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO  DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto del dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:   11001333400320220024200 

Demandante: VÍCTOR EMIGDIO GUATAME QUECAN 

Demandado: SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE 

BOGOTA (ZONA NORTE). 

Medio de control:  NULIDAD  

 

Asunto:   Remite por competencia funcional 

  

Visto el informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a tomar la 

decisión que en derecho corresponda, previo los siguientes2 

 

ANTECEDENTES 

 

EL 12 de mayo de 2022, en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, el señor VÍCTOR EMIGIDIO GUATEME QUECAN, 

a través de apoderado judicial, interpuso demanda en contra de la 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – OFICINA DE REGISTRO DE 

INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ (ZONA NORTE), en la que solicitó la 

nulidad de los actos administrativos contenidos en:  i) la Nota Devolutiva de 14 

de septiembre de 2018 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Bogotá (Zona Norte), mediante la cual negó el registro de la sentencia de 

pertenencia que profirió el Juzgado Primero Civil del Circuito de Zipaquirá a 

favor del demandante sobre parte de un inmueble ubicado en la Vereda de 

Fonquetá del Municipio de Chía, al igual que la cancelación de la inscripción 

de la demanda con ocasión del proceso judicial ante dicha autoridad 

judicial,  ii) la Resolución No. 00121 de fecha 1º de abril de 2019, a través de la 

cual Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá Zona Norte, 

resolvió el recurso de reposición en contra de dicha nota devolutiva, y iii) la 

Resolución No. 4852 de 19 de junio de 2020, emitida por la Subdirección de 

Apoyo Jurídico de la Superintendencia de Notariado y Registro, mediante la 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 
2 Archivo 06.InformeSecretarial.pdf. 
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cual desató el recurso de apelación sobre el mismo tema confirmando la 

negativa del registro deprecado3. 

 

El proceso correspondió por reparto a esta Juzgado, según acta de 13 de 

mayo de 20224. 

 

CONSIDERACIONES 

 

En el numeral 25 del artículo 152 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 28 

de la Ley 2080 de 2021, se establece que los tribunales administrativos 

conocerán en primera instancia todos los asuntos que se promuevan contra 

los actos de certificación o registro. 

 

De acuerdo con el artículo 86 de la Ley 2080 de 2021, las modificaciones en 

materia competencias de los juzgados, tribunales Administrativos y del 

Consejo de Estado, solo se aplicarían respecto de las demandas que se 

presentaran un año después de publicada dicha ley (25 de enero de 2021), 

teniendo en cuenta que en este proceso la demanda fue radicada el 12 de 

mayo de 2022, le son aplicables las aludidas reformas. 

 

Las decisiones cuya nulidad se solicita corresponden a la negativa de 

inscripción del derecho de pertenencia del demandante sobre parte un 

inmueble, declarado en una providencia judicial. 

 

El artículo 4° de la Ley 1579 de 2012, “por el cual se expide el estatuto del 

registro de instrumentos públicos” dispone que están sujetos a registro todo 

acto, contrato, decisión contenido en escritura pública, providencia 

judicial, administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, 

aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida 

cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real principal o 

accesorio sobre bienes inmuebles; así como las escrituras públicas, 

providencias judiciales, arbitrales o administrativas que dispongan la 

cancelación de las anteriores inscripciones y la caducidad administrativa en 

los casos de ley. 

Así las cosas, los actos administrativos demandados tienen el carácter de 

actos de registro y la competencia funcional está en cabeza de los 

tribunales administrativos. 

De otra parte, atendiendo la regla de competencia territorial establecida 

en el numeral 1 del artículo 156 del C.P.A.C.A., concerniente a que en los 

procesos de nulidad y en los que se promuevan contra los actos de 

                                                 

3 Archivo 02DemandayAnexos.pdf. 
4 Archivo 03ActaReparto.pdf. 
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certificación o registro, se establecerá por el lugar donde se expidió el acto, 

el proceso debe remitirse al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

porque la expedición de las decisiones demandadas fue en Bogotá D.C.5  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Declarar que este Juzgado carece de competencia territorial 

para tramitar el proceso 11001333400320220024200, de acuerdo con lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO. Remitir por competencia, el proceso radicado No. 

11001333400320220024200, en el que fungen como demandante el señor 

VÍCTOR EMIGDIO GUATAME QUECAN y como parte demandada la 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – OFICINA DE REGISTRO DE 

INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ (ZONA NORTE), a la Sección Primera 

del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (Reparto), de acuerdo con lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

TERCERO. Notificar la presente providencia por el medio más expedito.  

 

CUARTO: Por secretaría, dejar las constancias respectivas. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 

 

 

 

JB 

                                                 

5 Expediente electrónico, archivo 02DemandayAnexos.pdf, folios 53, 58 y 73. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

 CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SECCIÓN PRIMERA 

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:      110013334003202000302 - 00 

Demandante:   KAREN IRINA KUHFELDT SALAZAR 

Demandado:   INSTITUTO DISTRITAL DE PATRIMONIO CULTURAL - 

SOCIEDAD ROSALES S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD 

 

Asunto: Resuelve solicitud de aclaración de auto - adiciona 

 

Procede el Despacho a tomar la decisión que corresponda, respecto de 

la solicitud de aclaración presentada por el apoderado judicial de la 

Sociedad Rosales S.A. con respecto al auto de 10 de junio de 2022, a 

través del cual se declaró probada de oficio la excepción de ineptitud 

sustantiva de la demanda, previo los siguientes:  
  

I. ANTECEDENTES 
  

1.1 La señora Karen Irina Kuhfeldt Salazar instauró demanda en contra del 

Instituto Distrital de Patrimonio Cultural, en ejercicio del medio de control 

de nulidad, a través de la cual pretende la declaratoria de nulidad la 

Resolución No. 331 de 8 de mayo de 2019, “Por la cual se resuelve una 

solicitud de intervención para el predio ubicado en la Calle 86ª #11ª – 53 

en la localidad de Chapinero en la ciudad de Bogotá”. 

1.2 Por auto del 13 de mayo de 2022, el Despacho admitió la demanda 

en contra del Instituto Distrital de Patrimonio Cultural, y se ordenó vincular 

como tercero interesado a la Sociedad Rosales S.A. 2. La providencia fue 

notificada a las partes y al Ministerio Público el 31 de mayo de 20211. 

1.3 A través de auto de 10 de junio de 2022, notificado por estado 

electrónico de 13 de junio de 2022, el Despacho resolvió lo siguiente: 

 
“1. Tener por contestada oportunamente la demanda por parte del 

Instituto Distrital de Patrimonio Cultural. 

 

2. Declarar probada de oficio la excepción previa de ineptitud 

sustantiva de la demanda, por incumplimiento del requisito formal de 

individualización de las pretensiones, de acuerdo con lo expuesto en 

la parte considerativa de esta providencia2”. 

 

En la parte considerativa de la decisión, se dijo lo siguiente: 

 
“1.6 La Sociedad Rosales S.A. no presentó contestación de la demanda, 

pero el 3 de noviembre de 2021 presentó escrito para aportar pruebas 

                                                           
1 Archivo 15NotificacionAutoAdmiteDemandayCorreTrasladoMedida.pdf. 
2 Archivo 45AutoIneptitudDemanda.pdf. 
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documentales, y adujo que correspondían a actos administrativos 

conocidos después de la contestación de la demanda”. 

 

1.4 El 16 de junio de 2022, el apoderado judicial de la Sociedad Rosales 

S.A. solicitó la aclaración del auto de 10 de junio de 2022, puesto que no 

se había tenido en cuenta la contestación de la demanda que presentó 

el 15 de julio de 20213. 

 

Señala que el despacho cometió una imprecisión al señalar como 

antecedente del auto que la sociedad Rosales S.A.S. nunca contestó la 

demanda, lo cual influyó en la parte resolutiva al mencionar que solo el 

IDPC contestó oportunamente la demanda, cuando la demanda sí fue 

contestada por Rosales S.A.S. dentro del término legal para hacerlo4. 

 

Así las cosas, solicita aclarar el numeral primero de la parte resolutiva del 

auto del 10 de junio del 2022, en el sentido de tener por contestada 

oportunamente la demanda por parte de la Sociedad Rosales S.A.S. 

 

1.1. Por haberse presentado oportunamente, el Despacho debe 

pronunciarse sobre la solicitud de aclaración del auto, con fundamento 

en las siguientes 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 285 del Código General del Proceso establece que los autos 

pueden ser aclarados de oficio o a petición de parte, dentro del término 

de ejecutoria. De acuerdo con esta disposición debe tenerse en cuenta 

que la aclaración no procede para revocar o reformar la decisión, sino 

para clarificar los conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de 

duda. 

  

Por su parte, el artículo 287 del Código General del Proceso señala que los 

autos pueden adicionarse de oficio dentro del término de ejecutoria o a 

solicitud de parte presentada en el mismo término. 

 

Si bien el apoderado judicial de la Sociedad Rosales S.A. presenta la 

solicitud de tener en cuenta el escrito de contestación de la demanda 

haciendo uso de la figura de la aclaración, esta concierne a la figura de 

la adición, puesto que se trata de emitir un pronunciamiento sobre la 

contestación de la demanda que alega no fue tenida en cuenta.  

 

Así las cosas, en aplicación del principio de prevalencia del derecho 

sustancial sobre el formal, teniendo en cuenta que la adición y la 

aclaración se solicitan en el mismo término, se dará curso a la solicitud en 

aplicación de las aludidas figuras procesales.   

 

En efecto, tal y como lo señala el apoderado de la Sociedad Rosales S.A., 

de la revisión del correo electrónico del Despacho se evidenció que 

presentó oportunamente contestación de demanda el 15 de julio de 

20215, por lo que se incorporó formalmente al expediente electrónico con 

sus anexos. 

 

                                                           
3 Archivo 46CapturaRecibeSolicitudAclaracionAuto.pdf. 
4 Archivo 49SolicitudAclaracionAUto.pdf 
5 Teniendo en cuenta que el auto de admisión de la demanda se notificó el 31 de mayo de 2021. 
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Ahora bien, lo anterior conduce a adicionar el auto de 10 de junio de 2022, 

puesto que en este no se emitió pronunciamiento en cuanto a la 

contestación presentada en oportunidad por la Sociedad Rosales S.A. 

 

En la contestación de la demanda, el apoderado judicial de la Sociedad 

Rosales S.A. se opuso a las pretensiones de la demanda, se pronunció 

sobre los hechos de la demanda, y propuso como excepción la genérica, 

para señalar que el Juzgado declarara cualquier excepción perentoria 

que encontrara probada en el proceso. 

 

De otra parte, presentó argumentos de defensa frente a los cargos 

propuestos en contra de los actos administrativos, pero todos alusivos a 

consideraciones de mérito, que se resumen a continuación: 

 

- La demandante no prueba la razón por la cual el IDPC tenía que 

establecer que en su procedimiento administrativo se podían 

generar afectaciones a terceros determinados o indeterminados. El 

trámite de aprobación de un anteproyecto de intervención no 

autoriza ejecutar un proyecto u obra esto se hace es en la licencia 

de construcción. 

 

- A través del trámite de un anteproyecto de intervención no se 

discuten los valores patrimoniales de un predio colindante con un 

bien de interés cultural, pues esto se hace en el acto de 

declaratoria. Las normas para el desarrollo de los predios colindantes 

están definidas por la reglamentación vigente. 

 

- Para la fecha de radicación de la solicitud, así como para la fecha 

de expedición de la Resolución objeto de la presente acción de 

nulidad, el IDPC ha sido la autoridad competente para expedir el 

concepto favorable de que trata el Decreto Distrital 606 de 2001 

modificado por el Decreto Distrital 560 de 2018 como para aprobar 

las intervenciones exigidas por las normas nacionales. 

 

En este orden, el Despacho advierte que el apoderado de la Sociedad 

Rosales S.A. no propuso excepciones previas que debieran resolverse en 

esta etapa, y que no hay un pronunciamiento adicional que el Despacho 

deba hacer, dada la prosperidad de la excepción de ineptitud sustantiva 

de la demanda y la consecuencial terminación del proceso, distinto a 

tener por contestada la demanda por parte de este extremo procesal. 

 

De otra parte, teniendo en cuenta que el auto de 10 de junio de de 2022 

no ha quedado ejecutoriado, porque de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 302 del C.G.P., cuando se pida aclaración o complementación de 

una providencia, solo quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud, y 

debido a la facultad de adicionar los autos oficiosamente, el Despacho 

considera conveniente adicionar la decisión con un numeral que deje 

explícita la consecuencia de que prospere la excepción de ineptitud 

sustancial de la demanda y la orden de archivo, en caso de que no sea 

objeto de recurso. 

 

En consecuencia, el Juzgado   
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DISPONE: 

 

PRIMERO. Adicionar el auto de 10 de junio de 2022, con los siguientes 

numerales: 

 

4. Tener por contestada oportunamente la demanda por parte de 

la Sociedad Rosales S.A. 

 

5. Terminar el proceso como consecuencia de la prosperidad de 

la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, y disponer 

su archivo, en caso de que esta decisión no sea objeto de recurso, 

previos los trámites secretariales de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

JUEZA  
 
JB 
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JUZGADO TERCERO (3º) ADMINISTRATIVO CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

 correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto dos mil veintidós (2022) 
 

EXPEDIENTE:   11001333400320210033700 

DEMANDANTE:  COLEGIO MONTERREY 

DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Asunto:    Auto corre traslado de la medida cautelar 

 

El Despacho procede a pronunciarse sobre la solicitud de medida cautelar, 

previos los siguientes: 
 

I. ANTECEDENTES 

 

La parte accionante en el escrito de la demanda solicitó la suspensión provisional 

de los efectos de los actos administrativos demandados, Resolución No. 126 de 30 

de septiembre de 2020 del Director de Inspección y Vigilancia de la Secretaría de 

Educación Distrital de Bogotá, “por medio de la cual se profiere acto administrativo 

sancionatorio, adelantado en contra del establecimiento de educación formal de 

naturaleza privada denominado Colegio Monterrey, dentro del expediente No. 1-

02-2-2018-10-0218” y Resolución No. 014 de 5 de marzo de 2021 del Director de 

Inspección y Vigilancia de la Secretaría de Educación Distrital de Bogotá, “por la 

cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 126 

del 30 de septiembre de 2020”. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 233 del C.P.A.C.A. establece que las medidas cautelares podrán 

solicitarse desde la presentación de la demanda y en cualquier estado del 

proceso. 

 

En cuanto el procedimiento para la adopción de las medidas cautelares, la 

disposición normativa citada dispone que el juez al admitir la demanda, en auto 

separado, ordenará correr traslado de la solicitud de medida cautelar para que el 

demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término de 

cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la contestación de 

la demanda. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado dispone: 

 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 

dirigidos a este Despacho. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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PRIMERO. CORRER TRASLADO a la demandada, Bogotá D.C. – Secretaría de 

Educación Distrital, de la medida cautelar solicitada por la parte actora, para que 

se pronuncie sobre ella en el término de cinco (05) días hábiles, contados a partir 

de la notificación del presente auto. 

 

SEGUNDO. Notificar esta providencia en los términos del artículo 233 del 

C.P.A.C.A. 

 

TERCERO. Una vez cumplido lo anterior, ingresar el expediente al Despacho para 

lo pertinente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

JB 

Firmado Por:

Edna   Paola Rodriguez   Ribero

Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto dos mil veintidós (2022) 
 

EXPEDIENTE:   11001333400320220007100 

DEMANDANTE:  JOSÉ EDISON MANRIQUE ARIAS 

DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Asunto:    Auto corre traslado de la medida cautelar 

 

El Despacho procede a pronunciarse sobre la solicitud de medida cautelar, 

previos los siguientes: 
 

I. ANTECEDENTES 

 

La parte accionante en el escrito de la demanda solicitó la suspensión provisional 

de los efectos de los actos administrativos demandados, la Resolución No. 6853 del 

15 de septiembre de 2020 “Por medio del cual se declara como contraventor de la 

infracción D-12 al señor JOSÉ EDISON MANRIQUE ARIAS”, y la Resolución No. 1779-

02 del 24 de junio de 2021 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación 

dentro del expediente No. 6853”. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 233 del C.P.A.C.A. establece que las medidas cautelares podrán 

solicitarse desde la presentación de la demanda y en cualquier estado del 

proceso. 

 

En cuanto el procedimiento para la adopción de las medidas cautelares, la 

disposición normativa citada dispone que el juez al admitir la demanda, en auto 

separado, ordenará correr traslado de la solicitud de medida cautelar para que el 

demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término de 

cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la contestación de 

la demanda. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado dispone: 

 

PRIMERO. CORRER TRASLADO a la demandada, Bogotá D.C. – Secretaría Distrital de 

Movilidad, de la medida cautelar solicitada por la parte actora, para que se 

pronuncie sobre ella en el término de cinco (05) días hábiles, contados a partir de 

la notificación del presente auto. 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 

dirigidos a este Despacho. 
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SEGUNDO. Notificar esta providencia en los términos del artículo 233 del 

C.P.A.C.A. 

 

TERCERO. Una vez cumplido lo anterior, ingresar el expediente al Despacho para 

lo pertinente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

JB 
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Edna   Paola Rodriguez   Ribero

Juez

Juzgado Administrativo
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

 Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá, D.C., diecinueve (19) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE:    11001333400320210032500 

DEMANDANTE:   YESID MARTÍNEZ OSORIO 

DEMANDADA:  BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD 

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Asunto:    Niega medidas cautelares 
  

Procede el Despacho a resolver la solicitud de medidas cautelares 

presentada por el demandante, con base en los siguientes:  
 

I. ANTECEDENTES 
 

1.1. La demanda 

 

El señor Yesid Martínez Osorio, actuando a través de apoderada judicial, 

pretende la nulidad de los actos administrativos contenidos en la Resolución 

No. 6350 de 18 de diciembre de 2019, por medio del cual se le declaró 

contraventor de la infracción D -12, y se le sancionó con multa e 

inmovilización de su vehículo, y en la Resolución No. 4399 de 3 de diciembre 

de 2020, que confirmó la decisión sancionatoria al resolver el recurso de 

apelación, emitidas por la Secretaría de Movilidad del Distrito Capital de 

Bogotá. 

 

A título de restablecimiento del derecho, solicita ordenar al Distrito Capital 

de Bogotá – Secretaría Distrital de Movilidad: (i) eliminar la sanción que le 

fue impuesta en el Registro Único Nacional de Tránsito; (ii) dar por terminado 

el proceso de cobro coactivo, de haberse iniciado y (iii) restituirle la suma 

indexada de $575.000, correspondiente al pago que realizó por concepto 

de grúa y parqueadero, tras la inmovilización del vehículo de placas FVK224. 

 

Señala que el 20 de junio de 2019, le fue impuesto el comparendo No. 

11001000000023373678, por la presunta infracción D – 12, establecida en el 

artículo 131 de la Ley 769 de 2002, en tanto el agente de tránsito consideró 

que conducía un vehículo con destinación a un servicio diferente para el 

cual tenía licencia de tránsito y sin la debida autorización. 

                                                           
1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 
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Alega que con los actos administrativos demandados se infringieron los 

artículos 15, 24 y 29 de la Constitución Política, 3 de la Ley 105 de 1993, 5 de 

la Ley 336 de 1996, 2 de la Ley 769 de 2002, 5 de la Ley 1310 de 2009, 138 de 

la Ley 1437 de 2011, 167 de la Ley 1564 de 2012, 2.1.2.1 del Decreto 1079 de 

2015, y 7 la Resolución 3027 de 2010. 

 

En resumen, los cargos contra los actos administrativos son los siguientes: 

 

i. Infracción de las normas en que deberían fundarse 

 

Considera que la administración incurrió en falta de interpretación 

sistemática de los artículos 131 de la Ley 769 de 2002, 2° de la Ley 769 de 

2002 y 3° de la ley 105 de 1993. 

 

Al respecto, señala que el literal D -12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2009 

establece un tipo contravencional compuesto, cuyo principal elemento es 

el cambio de modalidad del servicio. Luego, era imperativo demostrar que 

el demandante prestaba el servicio público de transporte para el cual no 

estaba autorizado, de acuerdo con lo previsto en los artículos 2 de la Ley 

769 de 2002 y 3 de la Ley 105 de 1993, particularmente, que recibía una 

contraprestación económica. 

 

Alega que no existió sustento probatorio para señalar que el demandante 

tenía un acuerdo de transporte a cambio de un valor dinerario, con quien 

lo acompañaba al momento de la imposición del comparendo, más allá 

del testimonio del agente de tránsito sobre lo que supuestamente había 

afirmado dicho acompañante. 

 

Sobre la prueba testimonial del agente de tránsito señala que no hay 

claridad o certeza de la comisión de la infracción de tránsito, y que no tiene 

respaldo en una prueba distinta.  De otra parte, afirma no hay claridad en 

cuanto a si el agente de tránsito obtuvo la información de la declaración 

del acompañante del conductor o de la revisión de su teléfono personal. 

 

Destaca la contradicción existente entre la información que obra en la 

casilla 17 del comparendo, el testimonio y la versión libre del ciudadano que 

acompañaba al demandante, para señalar que se configuró un defecto 

fáctico por indebida valoración probatoria, en tanto que las pruebas 

mencionadas no fueron apreciadas en conjunto. 

 

En este sentido, afirma que las decisiones vulneraron su derecho a la 

presunción de inocencia y los principios de in dubio pro administrado y no 

autoincriminación. 

 

Sostiene que la administración estaba en mejor posición para demostrar que 

el demandante recibió una remuneración por la prestación del servicio 

público de transporte. 

 

Por último, afirma que, durante el proceso contravencional, la 

administración interpretó erradamente el artículo 107 del Código General 

del Proceso con relación a la entrega del duplicado de las 
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videograbaciones de las audiencias realizadas, puesto que debió asumir los 

gastos del duplicado. 

 

ii. Falsa motivación de los actos impugnados 

 

Considera que la motivación de los actos administrativos es contradictoria, 

puesto que la administración señala que está demostrado que el agente de 

tránsito advirtió la existencia de contraprestación económica por la 

prestación del servicio de transporte, de acuerdo con lo consignado en el 

comparendo de tránsito. Sin embargo, también fundamenta los actos 

administrativos en el argumento de que la contraprestación económica no 

era un requisito para configurar la infracción de tránsito D12, en atención a 

la calidad del servicio, pese a que no define dicho servicio. 

 

A su juicio, las decisiones demandadas tuvieron en cuenta como un hecho 

probado la inexistencia de relación o parentesco entre el conductor y su 

acompañante, pese a que el agente notificador de la orden de 

comparendo no estaba facultado para determinar esta circunstancia. 

 

De otra parte, considera que la comisión de la infracción de tránsito no es 

un hecho que pueda probarse a partir del testimonio del agente de tránsito, 

puesto que esta prueba es insuficiente y revela inconsistencias, 

incongruencias y contradicciones en cuanto al proceso policial de 

detención del vehículo y de imposición del comparendo. 

 

Finalmente, expresa de manera general que la administración omitió tener 

en cuenta hechos que sí estaban demostrados. 

 

iii. Vulneración del derecho fundamental del debido proceso  

 

Para la parte demandante, la Secretaría de Movilidad Distrital violó el 

derecho fundamental al debido proceso que debía regir la actuación 

administrativa, puesto que omitió pronunciarse o se pronunció de manera 

insuficiente sobre todos los argumentos de defensa que fueron presentados, 

entre estos puntos el indebido diligenciamiento de la orden de 

comparendo, porque la administración consideró que no le restaba validez, 

lo cual considera contrario a lo dispuesto en el Manual de Infracciones de 

Tránsito (Resolución No. 3027 de 2010), que exige que la orden de 

comparendo sea homogénea e incluya características únicas y 

preestablecidas, con el propósito de evitar la discrecionalidad en su 

imposición. 

 

Destaca que el agente de tránsito aceptó que durante el procedimiento de 

tránsito recibió declaraciones, interrogó, aceptó ayuda de otro policía y 

omitió diligenciar las casillas obligatorias de la orden de comparendo, pese 

a que son extralimitaciones a sus funciones, y a que el interrogatorio no 

puede realizarse en procesos de verificación y control. 

 

De igual manera, menciona que: 

 



Expediente:   11001333400320210032500 

Demandante: Yesid Martínez Osorio 

Demandado: Bogotá D.C. – Secretaría Distrital de Movilidad  

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Asunto: Niega medida cautelar 

 

Página 4 de 17 
 

- El agente de tránsito impuso una sanción anticipada, sin que antes se 

cumpliera el juicio de responsabilidad contravencional, de ahí que se 

inmovilizara el vehículo, sin previa garantía del derecho de defensa y 

contradicción, y desconociendo que esta no es una medida de naturaleza 

preventiva, sino eminentemente sancionatoria. 

 

- En el proceso contravencional se le impuso la carga de la prueba, lo cual 

es contrario a los procedimientos sancionatorios y no tiene respaldo en el 

artículo 136 de la Ley 769 de 2002. 

 

- Logró desvirtuar la declaración del agente de tránsito, dadas las 

inconsistencias del trámite policial. 

 

1.2. La solicitud de la medida cautelar2 

 

El apoderado de la parte demandante solicita la suspensión provisional de 

los efectos de los actos administrativos demandados, así como la suspensión 

provisional de todas las acciones de cobro persuasivo y coactivo como 

consecuencia de dichas decisiones. 

 

En resumen, reitera las disposiciones normativas violadas señaladas en la 

demanda, y enfatiza en la falta de pruebas para declarar al demandante 

como contraventor de las normas de tránsito, la falta de claridad y 

completitud de la casilla 17 de la orden de comparendo, y la vulneración 

del derecho a la presunción de inocencia y el principio de in dubio pro 

administrado a favor del demandante. 

 

Sobre la procedencia de la medida cautelar, señala que, aplicando un 

juicio de ponderación de intereses, resultaría más gravoso para el orden 

constitucional negar la medida cautelar que concederla, pues la limitación 

de los derechos fundamentales, civiles y económicos del demandante no 

podría restaurarse posteriormente. 

 

En este orden, plantea la necesidad de las medidas cautelares solicitadas, 

con el fin de evitar perjuicios que califica como irremediables, representados 

en el pago de la multa y sus intereses, la afectación su derecho fundamental 

de locomoción frente a trámites como la expedición y renovación de su 

licencia de tránsito, y la afectación de sus derechos económicos y civiles 

para ejecutar transacciones como la compraventa de vehículos. 

Textualmente, señaló lo siguiente: 

 
“(...) se manifiesta que al negarse la medida solicitada se causaría un 

perjuicio irremediable al señor YESID MARTINEZ OSORIO toda vez que, el 

pago de una multa así como el pago de unos intereses, cuando el 

cumplimiento de requisitos legales para la imposición de la sanción 

administrativa se encuentra en entredicho, atenta igualmente contra 

los derechos económicos y civiles del Sr YESID MARTINEZ OSORIO, quien 

para ejecutar transacciones como la compra-venta de vehículos, 

expedición y refrendación de su licencia de conducción, entre otros, en 

ejercicio libre de los derechos citados civiles, económicos, y además, su 

                                                           
2 Expediente electrónico, archivo 01Demanda.pdf, folios 20 a 23. 
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derecho fundamental de libre locomoción, deberá sufragar el valor de 

la multa y sus intereses o realizar un acuerdo de pago; en tal sentido, se 

encuentra obligado el señor YESID MARTINEZ OSORIO a aceptar de 

manera tácita la infracción de tránsito objeto de las presentes 

diligencias, y por tanto luego de un pago o aceptación tácita sería 

infructuoso el presente proceso”. 

 

1.3. Actuaciones procesales  

 

La demanda correspondió a este Juzgado por acta de reparto de 1° de 

octubre de 20213. 

 

El proceso ingresó al Despacho con informe secretarial de 8 de octubre de 

20214. 

 

La demanda fue admitida a través de auto de 8 de febrero de 20225.  

 

El auto admisorio de la demanda se notificó a la parte demandada y al 

Ministerio Público el 15 de febrero de 20226. 

 

El 23 de febrero de 2022, el apoderado de la parte demandada presentó 

escrito de oposición a la solicitud de medidas cautelares7 

 

A través de auto de 7 de marzo de 2022, el Despacho corrió traslado a la 

parte demandada de la solicitud de medidas cautelares8. 

 

El 1° de abril de 2022, la Secretaría Distrital de Movilidad presentó escrito de 

contestación de la demanda9.  

 

1.4. Respuesta del Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital de 

Movilidad a la solicitud de medida cautelar10 

 

El apoderado del Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital de 

Movilidad se opuso al decreto de las medidas cautelares, por considerar 

que implicaría desconocer la presunción de legalidad de los actos 

administrativos demandados y, en todo caso, porque no están demostrados 

los criterios de instrumentalidad, idoneidad, proporcionalidad y necesidad 

para su imposición. 

                                                           
3 Expediente electrónico, archivo 03ActaReparto.pdf. 

 
4 Expediente electrónico, archivo 04InformeSecretarial202100325.pdf. 

 
5 Expediente electrónico, archivo 05AutoAdmite.pdf. 

 
6 Expediente electrónico, archivos 07CapturaNotificacionMinisterio202100325.pdf y 

08CapturaNotificacionAutoAdmiteAccionada202100325.pdf). 

 
7 Expediente electrónico, archivo 03CapturaOposiciónMedida.pdf. 
 
8 Expediente electrónico, archivo 09CorreTrasladoMedidaCautelar. 

 
9 Expediente electrónico, archivo 12CapturarecibeContestacionDeDemanda.pdf. 
10 Expediente electrónico, archivo 04Yesid Martínez Osorio.pdf. 
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Al respecto, alega que las medidas cautelares solicitadas son 

improcedentes, puesto que la parte demandante no sustentó por qué negar 

la medida cautelar resultaría más gravoso para el interés público que 

decretarla.  

 

Agrega que no está demostrada la existencia de un perjuicio inminente e 

irremediable que justifique la imposición de las medidas cautelares, debido 

a que la multa impuesta no puede considerarse en si misma como un 

perjuicio irremediable, y a que en el proceso de cobro coactivo no era 

posible proceder con un remate, hasta que existiera una decisión definitiva 

frente a la demanda presentada en contra de las resoluciones que fallan las 

excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución, según lo dispuesto en 

el artículo 835 del Estatuto Tributario. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Cuestión previa: saneamiento 

El artículo 207 del C.P.A.C.A. establece que agotada cada etapa del 

proceso, el juez ejercerá el control de legalidad para sanear los vicios que 

acarrean nulidades, los cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se 

podrán alegar en las etapas siguientes. 

La demanda fue admitida a través de auto de 8 de febrero de 202211.  

 

El auto admisorio de la demanda se notificó a la parte demandada y al 

Ministerio Público el 15 de febrero de 202212. 

 

El 23 de febrero de 2022, el apoderado de la parte demandada presentó 

escrito de oposición a la solicitud de medidas cautelares13. 

 

A través de auto de 7 de marzo de 2022, el Despacho corrió traslado a la 

parte demandada de la solicitud de medidas cautelares14. 

De la revisión de las actuaciones procesales descritas, el Despacho advierte 

que el auto que da traslado a la solicitud de medidas cautelares no se 

notificó simultáneamente con el auto de admisión de la demanda, según lo 

ordena el artículo 233 del C.P.A.C.A. 

Sin embargo, la parte demandada se pronunció sobre las medidas 

cautelares antes de que se emitiera el auto de traslado, de tal modo que 

debe tenerse como descorrido el traslado oportunamente.  

                                                           
11 Expediente electrónico, archivo 05AutoAdmite.pdf. 

 
12 Expediente electrónico, archivos 07CapturaNotificacionMinisterio202100325.pdf y 

08CapturaNotificacionAutoAdmiteAccionada202100325.pdf). 

 
13 Expediente electrónico, archivo 03CapturaOposiciónMedida.pdf. 
14 Expediente electrónico, archivo 09CorreTrasladoMedidaCautelar. 
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Por consiguiente, no se evidencia vulneración del derecho fundamental al 

debido proceso, puesto que el Distrito Capital – Secretaría Distrital de 

Movilidad ejerció su derecho de defensa y contradicción frente a la solicitud 

de medidas cautelares. 

2.2. Marco normativo y jurisprudencial fijado para las medidas cautelares  

El artículo 229 del C.P.A.C.A. señala que las medidas cautelares tienen como 

objeto proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia y que la decisión sobre la medida cautelar no 

implica prejuzgamiento. 

 

En el artículo 230 del C.P.A.C.A. establece que las medidas cautelares 

pueden ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y 

deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la 

demanda. También señala que pueden decretarse una o varias, entre las 

cuales se encuentran las siguientes: 

 
“2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive 

de carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o 

Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar o 

superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en 

cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado indicará las condiciones 

y señalará las pautas que deba observar la parte demandada para 

que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual 

recaiga la medida. 

 

3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 

(…)” 

 

Los requisitos para decretar medidas cautelares se extraen de lo 

preceptuado en el artículo 231 del C.P.A.C.A.: 

“Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la 

suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las 

disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice 

en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 

demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas 

como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 

Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y 

la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 

la existencia de los mismos. 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 

concurran los siguientes requisitos: 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 

titularidad del derecho o de los derechos invocados. 

 

3.  Que el demandante haya presentado los documentos, 

informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 

mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 
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gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla. 

 

4.  Que adicionalmente se cumpla una de las siguientes condiciones: 

 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, 

o 

 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse 

la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios”.  

Así las cosas, como requisitos para decretar la suspensión provisional de los 

efectos, medida cautelar de origen constitucional –artículo 238 de la C.P.-, 

se establecen los siguientes: 

 

i. Que este demostrada la violación de las disposiciones normativas 

señaladas en la demanda. 

 

ii. Que dicha violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores que el accionante 

considera violadas o del estudio de las pruebas allegadas, y 

 

iii. Que se pruebe sumariamente la existencia de los perjuicios 

reclamados. 

 

A su vez, los numerales 1 a 5 del artículo 231 del C.P.A.C.A. corresponden a 

los requisitos que deben concurrir para decretar otras medidas cautelares. 

Con todo, en general, el análisis de procedencia de las medidas cautelares 

exige que el Juez tenga en cuenta: (i) La necesidad de la medida cautelar; 

(ii) La distinción entre el objeto del proceso y el objeto de la medida 

cautelar; (iii) El impacto de la medida cautelar en los derechos de quienes 

pueden verse afectados y (iv) La garantía del debido proceso de la parte 

contra quien se solicita la medida cautelar. 

De igual manera, deben demostrarse los criterios de fumus boni iuris 

(apariencia de buen derecho) y periculum in mora (peligro en la mora), al 

ser parte de la esencia de las medidas cautelares para garantizar la tutela 

judicial efectiva.  

 

Sobre el particular, la Sección Primera del H. Consejo de Estado ha 

considerado lo siguiente: 

 
“12. En cuanto a los criterios de aplicación que debe seguir el juez para 

la adopción de una medida cautelar, como ya se anunció, éste cuenta 

con un amplio margen de discrecionalidad, si se atiende a la redacción 

de la norma que señala que “podrá decretar las que considere 

necesarias”15. No obstante lo anterior, a voces del artículo 229 del 

CPACA, su decisión estará sujeta a lo regulado en dicho Estatuto, 

previsión que apunta a un criterio de proporcionalidad, si se armoniza 

con lo dispuesto en el artículo 231 ídem, según el cual para que la 

                                                           
15 Artículo 229 del CPACA. 
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medida sea procedente el demandante debe presentar “documentos, 

informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 

mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 

gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla” (Resaltado fuera del texto). 

 

13. Sobre este asunto, en particular, la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo de esta Corporación, en providencia de 17 de marzo de 

2015 (Expediente núm. 2014-03799, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez), señaló: 

 

«[…] La doctrina también se ha ocupado de estudiar, en general, los 

criterios que deben tenerse en cuenta para el decreto de medidas 

cautelares, los cuales se sintetizan en el fumus boni iuris y periculum in 

mora. El primero, o apariencia de buen derecho, se configura cuando 

el Juez encuentra, luego de una apreciación provisional con base en 

un conocimiento sumario y juicios de verosimilitud o probabilidad, la 

posible existencia de un derecho. El segundo, o perjuicio de la mora, 

exige la comprobación de un daño ante el transcurso del tiempo y la 

no satisfacción de un derecho […]16»17 (Negrillas originales). 

2.3. Caso concreto 

 

En el asunto sub examine, el demandante solicitó la suspensión provisional 

de los efectos jurídicos de las Resoluciones Nos. 6350 de 18 de diciembre de 

2019 y 4399 de 3 de diciembre de 2020, a través de las cuales la Secretaría 

de Movilidad de Bogotá lo declaró contraventor de la infracción de tránsito 

señalada D – 12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, le impuso multa y 

dispuso la inmovilización del vehículo. 

 

La aludida infracción es la siguiente: 

 
“D.12. Conducir un vehículo que, sin la debida autorización, se destine 

a un servicio diferente de aquel para el cual tiene licencia de tránsito. 

Además, el vehículo será inmovilizado por primera vez, por el término de 

cinco días, por segunda vez veinte días y por tercera vez cuarenta días”. 

 

Luego, para decretar la medida cautelar solicitada debe estar demostrada 

la violación de las normas que el demandante alega infringidas, a saber, los 

artículos 15, 24 y 29 de la Constitución Política (derechos fundamentales a la 

intimidad y al buen nombre, a la libertad de locomoción y al debido 

proceso), 3° de la Ley 105 de 1993 (definición de transporte público), 5° de 

la Ley 336 de 1996 (carácter esencial del servicio público de transporte), 2° 

de la Ley 769 de 2002 (definición de vehículo de servicio público), 5° de la 

Ley 1310 de 2009 (funciones generales de los agentes de tránsito y transporte 

de las entidades territoriales), 138 de la Ley 1437 de 2011 (medio de control 

                                                           
16 Cita original: Providencia de 17 de marzo de 2015, Expediente núm. 2014-03799, Consejera ponente: 

doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez. 

 
17 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección primera. Consejero ponente: 

Roberto Augusto Serrato Valdez. Bogotá D.C. 19 de noviembre de 2021. Radicación número: 05001-

23-33-000-2020-00754-01. Actor: Industrias Offline S.A.S. Demandado: Superintendencia de Industria y 

Comercio.  
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de nulidad y restablecimiento del derecho), 167 de la Ley 1564 de 2012 

(carga de la prueba), 2.1.2.1 del Decreto 1079 de 2015 (definición general 

de transporte público de acuerdo con lo señalado en el artículo 3 de la Ley 

105 de 1993), y 7 la Resolución 3027 de 2010 (adopción del manual de 

infracciones a las normas de tránsito). 

 

Sin embargo, el Despacho no advierte que tal violación surja de la 

confrontación y el análisis de los actos administrativos demandados, las 

normas superiores invocadas y las pruebas allegadas al proceso, de tal 

manera que en esta etapa proceda decretar la suspensión provisional de 

dichas decisiones. Las razones de esta conclusión esquemáticamente con 

respecto a los cargos señalados son las siguientes: 

 
Cargos Fundamento por el que no se advierte demostrado en esta 

etapa 

 

Infracción de las normas en que deberían fundarse 

 

No se realizó una 

interpretación 

sistemática de los 

artículos 2° y 131 de la Ley 

769 de 2002, y 3° de la ley 

105 de 1993, en cuanto a 

probar la prestación de 

un servicio público, 

particularmente la 

contraprestación 

recibida. 

 

 

En el artículo 2° de la Ley 769 de 2002 se describe un vehículo 

de servicio público, como el automotor homologado, 

destinado al transporte de pasajeros, carga o ambos por las 

vías de uso público mediante el cobro de una tarifa, porte, 

flete o pasaje”. 

 

Por su parte, en el artículo 3° de la ley 105 de 1993 se 

establece que “el transporte público es una industria 

encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas 

por medio de vehículos apropiados a cada una de las 

infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios sujeto a una 

contraprestación económica (…)”. 

 

En los actos administrativos demandados se valoró la 

declaración de la agente de tránsito que impuso el 

comparendo, la cual es consistente en señalar que la 

persona que acompañaba al conductor señaló que estaba 

siendo transportada a cambio de una contraprestación 

económica.  

 

 

Las pruebas de la 

actuación administrativa 

no se valoraron en 

conjunto, y que la 

decisión se basó en la 

declaración 

inconsistente del agente 

de tránsito, que además 

califica de contradictoria 

frente a lo consignado en 

la casilla 17 de la orden 

de comparendo. 
 

 

La Secretaría Distrital de Movilidad no dejó de valorar otras 

pruebas, en tanto que el demandante no las solicitó para 

respaldar la defensa que planteó en su versión libre. 

 

En la audiencia pública de impugnación de 28 de junio de 

2019 solo se consignaron como pruebas decretadas a 

solicitud de parte, la declaración de la Agente de Tránsito 

Edna Medina y el certificado de estudio en técnico en 

seguridad vial de dicha agente18. En la continuación de la 

audiencia pública de 31 de octubre de 2019, a solicitud del 

apoderado del demandante se solicitó la minuta de servicios 

que autorizó la instalación del puesto fijo en el lugar de la 

imposición del comparendo19. 

                                                           
18 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folios 59 a 61. 

 
19 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 66. 
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Las pruebas reseñadas se tuvieron en cuenta, además la 

parte demandante no señala cuáles son los hechos 

probados que pudieran extraerse de estas y que no fueron 

tenidos en cuenta por la Secretaría Distrital de Movilidad. 

 

Los actos administrativos aluden a la orden de comparendo 

para resaltar la coincidencia de lo allí expresado con la 

declaración de la agente de tránsito. En la audiencia pública 

de impugnación de 18 de diciembre de 2019  se dijo lo 

siguiente: 

 

“Es de anotar que el agente de Tránsito EDNA JULIETH MEDINA 

LOSADA, en la casilla 17 de observaciones de la orden de 

comparendo No. 110010000000 23373678, individualizó a la 

persona que estaba siendo transportada, teniendo 

concordancia con lo manifestado en su declaración, agrega 

que mediante un dialogo con el acompañante y con el 

conducto logra establecer que se está prestando un servicio 

no autorizado en la licencia de tránsito del vehículo de la 

referencia”20. 

 

Ahora bien, el artículo 2 del Código Nacional de Tránsito 

define al comparendo como como la “orden formal de 

notificación para que el presunto contraventor o implicado 

se presente ante la autoridad de tránsito por la comisión de 

una infracción”. No obstante, debe tenerse en cuenta que lo 

allí expresado se complementa con la declaración del 

agente de tránsito, que, en este caso, fue el sustento 

probatorio de los actos administrativos demandados. 

 

 

 

 

 

Indebida interpretación 

del artículo 107 del 

C.G.P., porque los gastos 

de la videograbación le 

fueron cobrados. 

 

 

 

 

 

De los actos administrativos no se advierte el cobro de gastos 

de videograbación al demandante, únicamente en la 

continuación de la audiencia de impugnación de 31 de 

octubre de 2019, se le indicó que, culminada la grabación 

debía entregar el CD a la administración, en los siguientes 

términos: 

 

“En este estado de la diligencia al apoderado de la 

impugnante solicita se le permita gravar (sic), por ser 

procedente y de conformidad al art. 107 del CGP, el 

Despacho accede a su petición, recordándole al 

apoderado que inmediatamente termine la diligencia debe 

aportar el CD de la grabación”21. 

 

Lo anterior concuerda con lo dispuesto en el artículo 107 del 

CGP, en cuanto a que “…cualquier interesado podrá solicitar 

una copia de las grabaciones o del acta, proporcionando los 

medios necesarios para ello…”. La constancia en la 

audiencia es en cuanto a que se le solicitó un CD, debido a 

que voluntariamente el presunto infractor solicitó grabar la 

diligencia, pero no permite afirmar que se le haya impuesto 

                                                           
20 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 70. 

 
21 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 62. 
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la carga de proveer los medios necesarios para el registro de 

la diligencia que le corresponde garantizar a la 

administración. 

 

 

 

La declaración del 

agente de tránsito no 

estuvo respaldada en 

otras pruebas. 
 
 

 

En efecto, la decisión sancionatoria se basó en la 

declaración de la agente de tránsito, pero no existía una 

tarifa legal en virtud de la cual fuera indispensable presentar 

un medio de prueba específico o un número de pruebas 

para arribar a la conclusión de la comisión de la infracción.  

 

De ahí, que, si a partir de la valoración del testimonio podía 

establecerse la responsabilidad contravencional, procedía 

su declaratoria.  

 

Falsa motivación de los actos impugnados 

 

En los actos 

administrativos se 

advierte una 

contradicción en cuanto 

a si para tener por 

cometida la infracción 

debía probarse o no la 

contraprestación 

económica en la 

prestación del servicio de 

transporte. 

 

Debe distinguirse entre la prueba de la contraprestación 

económica en la prestación del servicio público de 

transporte y la prueba del pago efectivo de la 

contraprestación que hubiese podido pactarse. 

 

En este orden, de la lectura de los actos administrativos, no se 

advierte la contradicción aludida por la parte demandante.  

 

El argumento de la Secretaría de Movilidad  está sustentado 

en la declaración del agente de tránsito en cuanto a que el 

acompañante del conductor manifestó que lo transportaba 

a cambio de una remuneración; en contraste, la precisión 

que la parte demandante estima contradictoria, solo se 

refiere a que no es indispensable que se haya probado que 

el pago se realizó, tal y como se advierte de la siguiente 

transcripción textual de los acápites de la audiencia pública 

de impugnación de 18 de diciembre de 201922: 

 

“De otra parte, respecto al argumento según el cual la 

Agente no evidencio la retribución económica, por lo que 

considera que no se configuró un supuesto propio del servicio 

de trasporte público, se debe tener en cuenta que cuando 

se trata de este tipo de aplicaciones, es de conocimiento 

público que el pago se realiza al llegar al lugar de destino y, 

en segundo lugar, que dicho pago se materializa 

generalmente de manera virtual, pues se debita previo 

ingreso de una tarjeta de crédito o en algunas oportunidades 

se efectúa el pago en efectivo, apenas se cumpla con el 

servicio por parte del conductor. 

 

Así las cosas, el despacho le recuerda al apoderado que el 

no ver explícitamente la entrega de dinero, no conlleva a 

que no exista ningún pago, ya que al ser una aplicación o 

plataforma que se desarrolla bajo los medios virtuales, no 

siempre necesitara de dinero en efectivo para poder 

cancelar el valor del servicio. Adicionalmente la descripción 

de la norma no establece que deba demostrar o no la 

existencia de un pago, es decir, no es una condición para 

tipificar la existencia de la conducta”23. 

 

                                                           
22 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folios 68 a 89. 
23 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 80. 
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La agente de tránsito 

partió del hecho de que 

no existía parentesco 

entre el conductor y su 

acompañante, pese a 

que esto es competencia 

exclusiva de la policía 

judicial. 

 

De otra parte, ni en el procedimiento policial, ni en los actos 

administrativos se tuvo como hecho irrefutable la ausencia 

de parentesco entre el conductor y su acompañante. De ahí, 

que la afirmación contraria pudo ser probada por el 

demandante, sin embargo, no se advierte que la relación 

parental fuera objeto de debate, luego no es un tema 

sustancial del que se pueda derivar la falsa motivación de los 

actos administrativos. 

 

 

La declaración del 

agente de tránsito no 

tenía el mérito probatorio 

para declarar al 

demandante 

contraventor. Sobre la 

particular señala que 

este testimonio fue 

inconsistente e 

insuficiente.  

 

No se valoraron otras 

pruebas en el proceso 

contravencional. 

 

 

La sola lectura de la valoración del testimonio de la agente 

de tránsito no revela su insuficiencia para declarar probada 

la infracción de tránsito, se trata de la declaración de una 

autoridad de tránsito(artículo 3 de la Ley 769 de 2002), 

investida de funciones que le permiten indagar sobre el 

cumplimiento de las normas de tránsito, de acuerdo  con lo 

establecido en  

 

Con esta prueba, la administración podía cumplir 

inicialmente con la carga de probar la comisión de la 

infracción. Luego, la parte demandante debía probar el 

sustento de su defensa. 

 

Con todo, será en la sentencia que se analizará a fondo el 

mérito demostrativo de la declaración de la agente de 

tránsito. 

 

El Despacho reitera que, de la lectura de los actos 

administrativos, no se advierte que la administración dejara 

de valorar algunas pruebas. Además, pone de presente que 

el demandante no solicitó pruebas que respaldaran la 

defensa planteada en su versión libre, justamente como lo 

resaltó la Secretaría de Movilidad en los actos administrativos 

demandados: 

 

Así, en la audiencia pública de impugnación de 18 de 

diciembre de 2019 señaló que “(...) No obstante, solo existe 

dentro del expediente la versión libre que señala tal 

afirmación sin que obre en el plenario, prueba que ratifique 

lo expresado”24.  

 

Y más adelante consideró: 

 

“Adicional a todo lo anteriormente expuesto, es de anotar 

que tal como lo advierte este fallador, se considera con base 

en el análisis en conjunto del recaudo probatorio de acuerdo 

a la lógica y la sana critica: PRIMERO: Que la infracción 

informada si fue cometida por el señor YESID MARTINEZ 

OSORIO, atendiendo el acervo probatorio existente, por lo 

que para este despacho, no cabe duda de la comisión de la 

infracción D-12 de la Ley 1383 de 2010, y aún más cuando el 

mismo a pesar de que no acepta la comisión de la infracción, 

no allega prueba que demuestre lo contrario, sino por el 

contrario, en su versión libre expresa que en para el día de los 

hechos se encontraba transportándose en el vehículo de la 

referencia por el aeropuerto el dorado y el agente le hizo el 

requerimiento en vía por lo que procedió a hacerle el 

comparendo por estar prestado un servicio de transporte 

ilegal, pese a su afirmación no aporta pruebas de sus dichos 

                                                           
24 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 72. 
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a fin de dar credibilidad a sus aseveraciones. SEGUNDO: Que 

del análisis de la declaración rendida por la Agente de 

Tránsito se concluye que el impugnante incurrió en la 

conducta descrita en la Orden de Comparendo”25.  

 

En similar sentido, en la Resolución No. Resolución No. 4399 – 

02 de “por medio de la cual se resuelve un recurso de 

apelación dentro del expediente No. 6350 de 2019”, del 

Director de Investigaciones Administrativas al Tránsito, se 

consideró lo siguiente:26 

 

“En contraposición, la defensa, sin aportar prueba alguna 

que corroborara su dicho, presentó como versión de los 

hechos que ese día el investigado se encontraba en el 

aeropuerto internacional. Allí fue requerido por la policía de 

tránsito que, tras revisar sus documentos, le informó que le 

impondría una orden de comparendo y, por esa razón, le 

inmovilizaría el vehículo. 

 

Ahora bien, hay que hacer hincapié en el hecho de que, en 

ningún momento dentro de la actuación, el impugnante 

presentó autorización del vehículo de placas MCP829 

expedida por autoridad competente, para prestar un servicio 

diferente al autorizado en la licencia de tránsito con ocasión 

del orden público o cualquier otra circunstancia” 27. 

 

Vulneración del derecho fundamental al debido proceso 

 

 

Indebido 

diligenciamiento del 

comparendo, y 

desconocimiento de la 

Resolución 3027 de 2010. 

 

En primer término, la vulneración del debido proceso atañe 

a temas sustanciales.  

 

En este caso, no está demostrado que el comparendo haya 

imposibilitado el inicio del proceso contravencional, o la 

citación al demandante, temas que no fueron objeto de 

debate en el proceso contravencional. 

 

Extralimitación de las 

funciones del agente de 

tránsito. 

 

Sobre la extralimitación de funciones del agente de tránsito, 

el Despacho considera que al ser una autoridad de tránsito 

le era posible indagar con el conductor y su acompañante 

los temas atinentes a la movilidad, y si circulaban a causa de 

la prestación de un servicio de transporte.  

 

De otra parte, a partir de lo expuesto en los actos 

administrativos y las pruebas que reposan en el expediente, 

no hay evidencia de que se vulnerara el derecho 

fundamental a la intimidad, puesto que las indagaciones del 

agente de tránsito se limitaron a lo relacionado con el 

ejercicio de sus funciones. 

 

                                                           
25 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 73. 

 
26 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folios 90 a 103. 

27 Expediente electrónico, archivo 01Demanda – 3.pdf, folio 93. 
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Imposición de sanción 

anticipada 

(inmovilización del 

vehículo), sin un juicio 

previo. 

 

La inmovilización del vehículo antes de que culminara el 

proceso contravencional, no vulneró el derecho 

fundamental al debido proceso, ni la libre locomoción del 

demandante, puesto que es una limitación autorizada en la 

ley, y proporcional como medida preventiva, ante la 

infracción imputada. 

 

Sobre la inmovilización, el artículo 125 del Código Nacional 

de Tránsito establece que para los casos a los que se refiere 

ese Código, consiste en suspender temporalmente la 

circulación del vehículo por las vías públicas o privadas 

abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será 

conducido a parqueaderos autorizados que determine la 

autoridad competente, hasta que se subsane o cese la 

causa que le dio origen, a menos que sea subsanable en el 

sitio que se detectó la infracción.  

 

Además, en el procedimiento sancionatorio, el demandante 

contó con las oportunidades procesales para ejercer su 

derecho de defensa y contradicción. 

 

 

Imposición de la carga 

de la prueba al 

demandante. 

 

Los actos administrativos no revelan la imposición de la carga 

de la prueba al demandante. La administración lo declaró 

contraventor con fundamento en el testimonio del agente de 

tránsito, luego la carga que reposaba sobre él era la prueba 

de sus argumentos de defensa, lo cual es congruente con lo 

establecido en el artículo 167 del C.G.P. 

 

  

De otra parte, sobre la existencia del perjuicio irremediable que justifique la 

necesidad de la suspensión provisional de los efectos de los actos 

administrativos demandados, el Juzgado advierte lo siguiente 

 

i. La multa impuesta no representa un perjuicio irremediable, puesto 

que si bien su imposición crea una obligación en cabeza del 

demandante con fundamento en la cual podría iniciarse un 

proceso de cobro coactivo, debe tenerse en cuenta como opera 

la ejecutoria de los actos administrativos, según lo establecido en 

el artículo 829 del Estatuto Tributario: 

“EJECUTORIA DE LOS ACTOS. Se entienden ejecutoriados los 

actos administrativos que sirven de fundamento al cobro 

coactivo: 1. Cuando contra ellos no proceda recurso alguno. 2. 

Cuando vencido el término para interponer los recursos, no se 

hayan interpuesto o no se presenten en debida forma. 3. 

Cuando se renuncie expresamente a los recursos o se desista de 

ellos, y 4. Cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa 

o las acciones de restablecimiento del derecho o de revisión de 

impuestos se hayan decidido en forma definitiva, según el caso” 

(Se resalta). 

ii. El demandante no allegó pruebas para demostrar la existencia de 

perjuicios, puesto que se limita a señalar que para realizar 

transacciones como la compra-venta de vehículos, expedición y 

refrendación de su licencia de conducción debe pagar la multa o 
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celebrar un acuerdo de pago. Sin embargo, los actos 

administrativos no establecen sanciones relacionadas con dichos 

aspectos, ni tampoco se cita la normatividad a partir de la cual se 

deduce que la multa representa un obstáculo para obtener una  

licencia de conducción o celebrar negociaciones en materia de 

automotores. 

 

iii. El Despacho destaca que la posibilidad de que se afecte la licencia 

de conducción por reincidencia en infracciones de tránsito es una 

situación eventual y no actual para el demandante, puesto que no 

lo demostró, de ahí que se descarta la inminencia del perjuicio. 

Por último, resta pronunciarse sobre la solicitud de la medida cautelar de 

suspensión de todas las acciones de cobro persuasivo y coactivo que 

pudieran adelantarse como consecuencia de los actos administrativos 

demandados. 

 

Cabe reiterar lo expuesto en torno a que (i) el demandante no allegó prueba 

para demostrar la ocurrencia de perjuicios irremediable e inminentes y (ii) la 

forma en que opera la ejecutoria de los actos administrativos, según lo 

establece el artículo 829 del Estatuto Tributario. Mas aún, ni siquiera está 

demostrado que en su contra se haya iniciado un proceso de cobro 

coactivo. 

Así las cosas, no se cumplen los requisitos de procedencia de las medidas 

cautelares solicitadas y así se declarará en la parte resolutiva de esta 

providencia. 

En mérito de lo expuesto, el Jugado Tercero Administrativo del Circuito de 

Oralidad de Bogotá 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: Negar la medida cautelar de suspensión provisional los efectos 

jurídicos de las Resoluciones Nos. 6350 de 18 de diciembre de 2019 y 4399 de 

3 de diciembre de 2020, a través de las cuales la Secretaría Distrital de 

Movilidad declaró al señor Yesid Martínez Osorio contraventor de la 

infracción de tránsito señalada D – 12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, 

le impuso multa y  dispuso la inmovilización del vehículo. 

 

SEGUNDO: Negar la medida cautelar de suspensión provisional de los 

procesos de cobro persuasivo o coactivo, adelantados con fundamento en 

las Resoluciones Nos. 6350 de 18 de diciembre de 2019 y 4399 de 3 de 

diciembre de 2020, a través de las cuales la Secretaría de Movilidad de 

Bogotá declaró al señor Yesid Martínez Osorio contraventor de la infracción 

de tránsito señalada D – 12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, le impuso 

multa y dispuso la inmovilización del vehículo. 

 

TERCERO: Reconocer al abogado Édison Zambrano Martínez, identificado 

con la cédula de ciudadanía 1.117.497.373 de Florencia (Caquetá) y Tarjeta 

Profesional 276.445 del C. S. de la J., como apoderado judicial de la parte 
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demandada, Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Movilidad, con 

fundamento en el poder obrante en cuaderno de medidas cautelares28. 

  

CUARTO: Noticar el contenido de la presente providencia a los intervinientes 

a través del medio más expedito. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Juez 

 
JB 

                                                           
28 Expediente electrónico, Archivo 05PoderYesidMartinez.pdf. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

 Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Bogotá, D.C., diecinueve (19) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

EXPEDIENTE:    11001333400320210035000 

DEMANDANTE:   ALEXANDER CANTILLO TABARES 

DEMANDADA:  BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD 

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Asunto:    Niega medidas cautelares 
  

Procede el Despacho a resolver la solicitud de medidas cautelares 

presentada por el demandante, con base en los siguientes:  
 

I. ANTECEDENTES 
 

1.1. La demanda. 

 

El señor Alexander Cantillo Tabares, actuando a través de apoderada 

judicial, pretende la nulidad de los actos administrativos contenidos en la 

Resolución No. 6991 de 17 de enero de 2020, por medio del cual se le 

declaró contraventor de la infracción D -12, y se le sancionó con multa e 

inmovilización de su vehículo, y en la Resolución No. 4877 de 30 de diciembre 

de 2020, que confirmó la decisión sancionatoria al resolver el recurso de 

apelación, emitidas por la Secretaría de Movilidad del Distrito Capital de 

Bogotá. 

 

A título de restablecimiento del derecho, solicita ordenar al Distrito Capital 

de Bogotá – Secretaría Distrital de Movilidad: (i) eliminar la sanción que le 

fue impuesta en el Registro Único Nacional de Tránsito; (ii) dar por terminado 

el proceso de cobro coactivo, de haberse iniciado y (iii) restituirle la suma 

indexada de $479.600, correspondiente al pago que realizó por concepto 

de grúa y parqueadero, tras la inmovilización del vehículo de placas FYY863. 

 

Señala que el 18 de julio de 2019, le fue impuesto el comparendo No. 

11001000000023461937, por la presunta infracción D – 12, establecida en el 

artículo 131 de la Ley 769 de 2002, en tanto el agente de tránsito consideró 

que conducía un vehículo con destinación a un servicio diferente para el 

cual tenía licencia de tránsito y sin la debida autorización. 

                                                           
1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para 

memoriales dirigidos a este Despacho. 
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Alega que con los actos administrativos demandados se infringieron los 

artículos 15, 24 y 29 de la Constitución Política, 3 de la Ley 105 de 1993, 5 de 

la Ley 336 de 1996, 2 de la Ley 769 de 2002, 5 de la Ley 1310 de 2009, 138 de 

la Ley 1437 de 2011, 167 de la Ley 1564 de 2012, 2.1.2.1 del Decreto 1079 de 

2015, y 7 la Resolución 3027 de 2010. 

 

En resumen, los cargos contra los actos administrativos son los siguientes: 

 

i. Infracción de las normas en que deberían fundarse 

 

Considera que la administración incurrió en falta de interpretación 

sistemática de los artículos 131 de la Ley 769 de 2002, 2° de la Ley 769 de 

2002 y 3° de la ley 105 de 1993. 

 

Al respecto, señala que el literal D -12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2009 

establece un tipo contravencional compuesto, cuyo principal elemento es 

el cambio de modalidad del servicio. Luego, era imperativo demostrar que 

el demandante prestaba el servicio público de transporte para el cual no 

estaba autorizado, de acuerdo con lo previsto en los artículos 2 de la Ley 

769 de 2002 y 3 de la Ley 105 de 1993, particularmente, que recibía una 

contraprestación económica. 

 

Alega que no existió sustento probatorio para señalar que el demandante 

tenía un acuerdo de transporte a cambio de un valor dinerario, con quien 

lo acompañaba al momento de la imposición del comparendo, más allá 

del intercambio de dinero que vio el agente de tránsito, pero que no está 

demostrado que correspondiera al pago de un servicio de transporte, 

puesto que no hay otros medios probatorios que respalden tal afirmación. 

 

Sobre la prueba testimonial del agente de tránsito señala que no hay 

claridad o certeza de la comisión de la infracción de tránsito, y que no tiene 

respaldo en una prueba distinta.  De otra parte, afirma no hay claridad en 

cuanto a si el agente de tránsito obtuvo la información de la declaración 

del acompañante del conductor o de la revisión de su teléfono personal. 

 

Destaca la contradicción existente entre la información que obra en la 

casilla 17 del comparendo, el testimonio y la versión libre del ciudadano que 

acompañaba al demandante, para señalar que se configuró un defecto 

fáctico por indebida valoración probatoria, en tanto que las pruebas 

mencionadas no fueron apreciadas en conjunto. 

 

En este sentido, afirma que las decisiones vulneraron su derecho a la 

presunción de inocencia y los principios de in dubio pro administrado y no 

autoincriminación. 

 

Sostiene que la administración estaba en mejor posición para demostrar que 

el demandante recibió una remuneración por la prestación del servicio 

público de transporte. 
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ii. Falsa motivación de los actos impugnados 

 

Considera que la motivación de los actos administrativos es contradictoria, 

puesto que la administración señala que está demostrado que el agente de 

tránsito advirtió la existencia de contraprestación económica por la 

prestación del servicio de transporte, de acuerdo con lo consignado en el 

comparendo de tránsito. Sin embargo, también fundamenta los actos 

administrativos en el argumento de que la contraprestación económica no 

era un requisito para configurar la infracción de tránsito D12, en atención a 

la calidad del servicio, pese a que no define dicho servicio. 

 

A su juicio, las decisiones demandadas tuvieron en cuenta como un hecho 

probado la inexistencia de relación o parentesco entre el conductor y su 

acompañante, pese a que el agente notificador de la orden de 

comparendo no estaba facultado para determinar esta circunstancia. 

 

De otra parte, considera que la comisión de la infracción de tránsito no es 

un hecho que pueda probarse a partir del testimonio del agente de tránsito, 

puesto que esta prueba es insuficiente y revela inconsistencias, 

incongruencias y contradicciones en cuanto al proceso policial de 

detención del vehículo y de imposición del comparendo. 

 

iii. Vulneración del derecho fundamental del debido proceso  

 

Para la parte demandante, la Secretaría de Movilidad Distrital violó el 

derecho fundamental al debido proceso que debía regir la actuación 

administrativa, puesto que omitió pronunciarse o se pronunció de manera 

insuficiente sobre todos los argumentos de defensa que fueron presentados. 

 

Señala que las decisiones atacadas omitieron hacer referencia sobre 

argumentos explícitos referentes a la postulación normativa concreta y 

sobre precedente aplicable al caso contravencional. 

 

De igual manera, menciona que: 

 

- El agente de tránsito impuso una sanción anticipada, sin que antes se 

cumpliera el juicio de responsabilidad contravencional, de ahí que se 

inmovilizara el vehículo, sin previa garantía del derecho de defensa y 

contradicción, y desconociendo que esta no es una medida de naturaleza 

preventiva, sino eminentemente sancionatoria. 

 

- En el proceso contravencional se le impuso la carga de la prueba, lo cual 

es contrario a los procedimientos sancionatorios y no tiene respaldo en el 

artículo 136 de la Ley 769 de 2002. 

 

- Logró desvirtuar la declaración del agente de tránsito, dado que es 

insuficiente, y por las inconsistencias, contradicciones e incongruencias del 

trámite policial. 
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1.2. La solicitud de la medida cautelar2 

 

El apoderado de la parte demandante solicita la suspensión provisional de 

los efectos de los actos administrativos demandados, así como la suspensión 

provisional de todas las acciones de cobro persuasivo y coactivo como 

consecuencia de dichas decisiones. 

 

En resumen, reitera las disposiciones normativas violadas señaladas en la 

demanda, y enfatiza en la falta de pruebas documentales o testimoniales 

para declarar al demandante como contraventor de las normas de tránsito, 

y la vulneración del derecho a la presunción de inocencia y el principio de 

in dubio pro administrado a favor del demandante. 

 

Destaca que la sanción se sustentó en la manifestación de un ciudadano 

desconocido al agente policial, pero que dicho ciudadano no fue 

vinculado al proceso contravencional y sus declaraciones no están 

cobijadas por la presunción de legalidad que reviste el actuar de los 

servidores públicos y que, además de ningún modo pueden sostener el 

andamiaje de una sanción administrativa. 

Sobre la procedencia de la medida cautelar, señala que, aplicando un 

juicio de ponderación de intereses, resultaría más gravoso para el orden 

constitucional negar la medida cautelar que concederla, pues la limitación 

de los derechos fundamentales, civiles y económicos del demandante no 

podría restaurarse posteriormente. 

 

En este orden, plantea la necesidad de las medidas cautelares solicitadas, 

con el fin de evitar perjuicios que califica como irremediables, representados 

en el pago de la multa y sus intereses, la afectación su derecho fundamental 

de locomoción frente a trámites como la expedición y renovación de su 

licencia de tránsito, y la afectación de sus derechos económicos y civiles 

para ejecutar transacciones como la compraventa de vehículos. 

Textualmente, señaló lo siguiente: 

 
“(...) se manifiesta que al negarse la medida solicitada se causaría un 

perjuicio irremediable al señor ALEXANDER CANTILLO TABARES toda vez 

que, el pago de una multa así como el pago de unos intereses, cuando 

el cumplimiento de requisitos legales para la imposición de la sanción 

administrativa se encuentra en entredicho, atenta igualmente contra 

los derechos económicos y civiles del Sr ALEXANDER CANTILLO TABARES, 

quien para ejecutar transacciones como la compra-venta de vehículos, 

expedición y refrendación de su licencia de conducción, entre otros, en 

ejercicio libre de los derechos citados civiles, económicos, y además, su 

derecho fundamental de libre locomoción, deberá sufragar el valor de 

la multa y sus intereses o realizar un acuerdo de pago; en tal sentido, se 

encuentra obligado el señor YESID MARTINEZ OSORIO a aceptar de 

manera tácita la infracción de tránsito objeto de las presentes 

diligencias, y por tanto luego de un pago o aceptación tácita sería 

infructuoso el presente proceso”. 

                                                           
2 Expediente electrónico, archivo 01Demanda.pdf, folios 20 a 23. 
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1.3. Actuaciones procesales  

 

La demanda correspondió a este Juzgado por acta de reparto de 21 de 

octubre de 20213. 

 

El proceso ingresó al Despacho con informe secretarial de 4 de noviembre 

de 20214. 

 

La demanda fue admitida a través de auto de 30 de junio de 20225.  

 

A través de auto de 30 de junio de 2022, el Despacho corrió traslado a la 

parte demandada de la solicitud de medidas cautelares6. 

 

El auto de admisión de la demanda y el que corrió traslado de la solicitud 

de medidas cautelares se notificaron a la parte demandada y al Ministerio 

Público el 21 de julio de 20227. 

 

El 27 de julio de 2022, el apoderado de la parte demandada presentó escrito 

de oposición a la solicitud de medidas cautelares8 

 

El 2 de agosto de 2022, el cuaderno de medidas cautelares ingresó al 

Despacho para resolver sobre las solicitudes de la parte demandante9.  

 

1.4. Respuesta del Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital de 

Movilidad a la solicitud de medida cautelar10 

 

El apoderado del Distrito Capital de Bogotá – Secretaría Distrital de 

Movilidad se opuso al decreto de las medidas cautelares, por considerar 

que implicaría desconocer la presunción de legalidad de los actos 

administrativos demandados, porque l tramite contravencional adelantado 

por la Autoridad de Tránsito de la Secretaría Distrital de Movilidad se 

adelantó dentro de los parámetros constitucionales y legales que lo 

gobiernan, en aras de garantizar el debido proceso. 

 

                                                           
3 Expediente electrónico, archivo 02ActaReparto.pdf. 

 
4 Expediente electrónico, archivo 03InformeSecretarial202100350.pdf. 

 
5 Expediente electrónico, archivo 04AutoAdmite.pdf. 

 
6 Expediente electrónico, archivo 06CorreTrasladoMedidaCautelar.pdf. 

 
7 Expediente electrónico, archivo 

07CapturaNotificacionAutosAdmiteyCorreTrasladoMedidaCautelar.png. 

 
8 Expediente electrónico, archivo 08CapturaOposiciónMedida.pdf. y 

09MemorialOposiciónMedidaCautelar.pdf. 

 
9 Expediente electrónico, archivo 13InformeSecretarial.pdf. 

 
10 Expediente electrónico, archivo 09MemorialOposiciónMedidaCautelar.pdf. 
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En todo caso, alega que no están demostrados los criterios de 

instrumentalidad, idoneidad, proporcionalidad y necesidad para la 

imposición de las medidas cautelares. 

 

Al respecto, alega que las medidas cautelares solicitadas son 

improcedentes, puesto que la parte demandante no sustentó por qué negar 

la medida cautelar resultaría más gravoso para el interés público que 

decretarla, y dado que no está demostrada la existencia de un perjuicio 

inminente e irremediable que justifique la imposición de las medidas 

cautelares. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Marco normativo y jurisprudencial fijado para las medidas cautelares  

El artículo 229 del C.P.A.C.A. señala que las medidas cautelares tienen como 

objeto proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia y que la decisión sobre la medida cautelar no 

implica prejuzgamiento. 

 

En el artículo 230 del C.P.A.C.A. establece que las medidas cautelares 

pueden ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y 

deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la 

demanda. También señala que pueden decretarse una o varias, entre las 

cuales se encuentran las siguientes: 

 
“2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive 

de carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o 

Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar o 

superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en 

cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado indicará las condiciones 

y señalará las pautas que deba observar la parte demandada para 

que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual 

recaiga la medida. 

 

3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 

(…)” 

 

Los requisitos para decretar medidas cautelares se extraen de lo 

preceptuado en el artículo 231 del C.P.A.C.A.: 

“Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la 

suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las 

disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice 

en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 

demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas 

como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 

Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y 

la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 

la existencia de los mismos. 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 

concurran los siguientes requisitos: 
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1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 

titularidad del derecho o de los derechos invocados. 

 

3.  Que el demandante haya presentado los documentos, 

informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 

mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 

gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla. 

 

4.  Que adicionalmente se cumpla una de las siguientes condiciones: 

 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, 

o 

 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse 

la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios”.  

Así las cosas, como requisitos para decretar la suspensión provisional de los 

efectos, medida cautelar de origen constitucional –artículo 238 de la C.P.-, 

se establecen los siguientes: 

 

i. Que este demostrada la violación de las disposiciones normativas 

señaladas en la demanda. 

 

ii. Que dicha violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores que el accionante 

considera violadas o del estudio de las pruebas allegadas, y 

 

iii. Que se pruebe sumariamente la existencia de los perjuicios 

reclamados. 

 

A su vez, los numerales 1 a 5 del artículo 231 del C.P.A.C.A. corresponden a 

los requisitos que deben concurrir para decretar otras medidas cautelares. 

Con todo, en general, el análisis de procedencia de las medidas cautelares 

exige que el Juez tenga en cuenta: (i) La necesidad de la medida cautelar; 

(ii) La distinción entre el objeto del proceso y el objeto de la medida 

cautelar; (iii) El impacto de la medida cautelar en los derechos de quienes 

pueden verse afectados y (iv) La garantía del debido proceso de la parte 

contra quien se solicita la medida cautelar. 

De igual manera, deben demostrarse los criterios de fumus boni iuris 

(apariencia de buen derecho) y periculum in mora (peligro en la mora), al 

ser parte de la esencia de las medidas cautelares para garantizar la tutela 

judicial efectiva.  

 

Sobre el particular, la Sección Primera del H. Consejo de Estado ha 

considerado lo siguiente: 

 
“12. En cuanto a los criterios de aplicación que debe seguir el juez para 

la adopción de una medida cautelar, como ya se anunció, éste cuenta 

con un amplio margen de discrecionalidad, si se atiende a la redacción 
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de la norma que señala que “podrá decretar las que considere 

necesarias”11. No obstante lo anterior, a voces del artículo 229 del 

CPACA, su decisión estará sujeta a lo regulado en dicho Estatuto, 

previsión que apunta a un criterio de proporcionalidad, si se armoniza 

con lo dispuesto en el artículo 231 ídem, según el cual para que la 

medida sea procedente el demandante debe presentar “documentos, 

informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 

mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 

gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla” (Resaltado fuera del texto). 

 

13. Sobre este asunto, en particular, la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo de esta Corporación, en providencia de 17 de marzo de 

2015 (Expediente núm. 2014-03799, Consejera Ponente: Sandra Lisset 

Ibarra Vélez), señaló: 

 

«[…] La doctrina también se ha ocupado de estudiar, en general, los 

criterios que deben tenerse en cuenta para el decreto de medidas 

cautelares, los cuales se sintetizan en el fumus boni iuris y periculum in 

mora. El primero, o apariencia de buen derecho, se configura cuando 

el Juez encuentra, luego de una apreciación provisional con base en 

un conocimiento sumario y juicios de verosimilitud o probabilidad, la 

posible existencia de un derecho. El segundo, o perjuicio de la mora, 

exige la comprobación de un daño ante el transcurso del tiempo y la 

no satisfacción de un derecho […]12»13 (Negrillas originales). 

2.2. Caso concreto 

 

En el asunto sub examine, el demandante solicitó la suspensión provisional 

de los efectos jurídicos de las Resoluciones No. 6991 de 17 de enero de 2020  

y No. 4877 de 30 de diciembre de 2020, a través de las cuales la Secretaría 

de Movilidad de Bogotá lo declaró contraventor de la infracción de tránsito 

señalada D – 12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, le impuso multa y 

dispuso la inmovilización del vehículo. 

 

La aludida infracción es la siguiente: 

 
“D.12. Conducir un vehículo que, sin la debida autorización, se destine 

a un servicio diferente de aquel para el cual tiene licencia de tránsito. 

Además, el vehículo será inmovilizado por primera vez, por el término de 

cinco días, por segunda vez veinte días y por tercera vez cuarenta días”. 

 

Luego, para decretar la medida cautelar solicitada debe estar demostrada 

la violación de las normas que el demandante alega infringidas, a saber, los 

artículos 15, 24 y 29 de la Constitución Política (derechos fundamentales a la 

                                                           
11 Artículo 229 del CPACA. 

 
12 Cita original: Providencia de 17 de marzo de 2015, Expediente núm. 2014-03799, consejera ponente: 

doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez. 

 
13 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección primera. Consejero ponente: 

Roberto Augusto Serrato Valdez. Bogotá D.C. 19 de noviembre de 2021. Radicación número: 05001-

23-33-000-2020-00754-01. Actor: Industrias Offline S.A.S. Demandado: Superintendencia de Industria y 

Comercio.  
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intimidad y al buen nombre, a la libertad de locomoción y al debido 

proceso), 3° de la Ley 105 de 1993 (definición de transporte público), 5° de 

la Ley 336 de 1996 (carácter esencial del servicio público de transporte), 2° 

de la Ley 769 de 2002 (definición de vehículo de servicio público), 5° de la 

Ley 1310 de 2009 (funciones generales de los agentes de tránsito y transporte 

de las entidades territoriales), 138 de la Ley 1437 de 2011 (medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho), 167 de la Ley 1564 de 2012 

(carga de la prueba), 2.1.2.1 del Decreto 1079 de 2015 (definición general 

de transporte público de acuerdo con lo señalado en el artículo 3 de la Ley 

105 de 1993), y 7 la Resolución 3027 de 2010 (adopción del manual de 

infracciones a las normas de tránsito). 

 

Sin embargo, el Despacho no advierte que tal violación surja de la 

confrontación y el análisis de los actos administrativos demandados, las 

normas superiores invocadas y las pruebas allegadas al proceso, de tal 

manera que en esta etapa proceda decretar la suspensión provisional de 

dichas decisiones. Las razones de esta conclusión esquemáticamente con 

respecto a los cargos señalados son las siguientes: 

 
Cargos Fundamento por el que no se advierte demostrado en esta 

etapa 

 

Infracción de las normas en que deberían fundarse 

 

No se realizó una 

interpretación 

sistemática de los 

artículos 2° y 131 de la Ley 

769 de 2002, y 3° de la ley 

105 de 1993, en cuanto a 

probar la prestación de 

un servicio público, 

particularmente la 

contraprestación 

recibida. 

 

 

En el artículo 2° de la Ley 769 de 2002 se describe un vehículo 

de servicio público, como el automotor homologado, 

destinado al transporte de pasajeros, carga o ambos por las 

vías de uso público mediante el cobro de una tarifa, porte, 

flete o pasaje”. 

 

Por su parte, en el artículo 3° de la ley 105 de 1993 se 

establece que “el transporte público es una industria 

encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas 

por medio de vehículos apropiados a cada una de las 

infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios sujeto a una 

contraprestación económica (…)”. 

 

En los actos administrativos demandados se valoró la 

declaración de la agente de tránsito que impuso el 

comparendo, la cual es consistente en señalar que la 

persona que acompañaba al conductor le entregó dinero 

por transportarlo. Sobre el particular, señaló: 

 

“CONTESTO: Me encontraba de servicio en el terminal de 

transporte el Salitre cuando se le hace detención al vehículo 

en marcha de placas FYY863 el cual trae un joven y una 

menor los cuales descienden del vehículo se le solicita 

identificación para solicitar antecedentes al mayor de edad 

se le solicita documentación al señor conductor al momento 

de revisar la documentación el joven JUAN CARLOS RUIZ le 

entre (sic) $10.000 (sic) 

Al señor conductor del vehículo por el servicio que le 

prestaba desde Venecia hacia el terminal el señor conductor 

me manifiesta que por favor no le vaya a inmovilizar el 

vehículo que los jóvenes eran sobrinos del (sic), que le 

estaban cancelando solo para la gasolina, yo le explico al 
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caballero conductor que viene prestando un servicio no 

correspondiente en la modalidad del servicio de la licencia 

de tránsito, que dice que es servicio particular se le notificó la 

orden de comparendo, se le solicitó grúa y el vehículo es 

inmovilizado. 

 

PREGUNTADO: Sírvase manifestar el despacho que 

información le fue suministrada a usted por el (los) pasajero 

(s) que presuntamente llevaba el conductor. CONTESTO: Que 

le (sic) venía del venencia (sic) y el señor les cobra por el 

servicio $10.000. 

 

(…) 

 

PREGUNTADO: Sírvase manifestar al despacho que 

información le fue suministrada a usted por conductor del 

vehículo de la referencia. CONTESTO: No. 

 

PREGUNTADO: Manifieste al despacho si usted evidenció 

algún tipo de pago, en el evento de evidenciarlo en qué 

forma fue este. CONTESTO: Si, cuando detuve el vehículo, un 

caballero le pasó los $10.000” (Audiencia pública por 

infracción a las normas de tránsito de 14 de enero de 2020, 

folio 35, archivo 01DemandaYAnexos.pdf). 

 

A partir de lo expuesto, se advierte que en los actos 

administrativos demandados se verificó lo correspondiente a 

una contraprestación económica con sustento en la 

declaración de la agente de tránsito que impuso el 

comparendo. 

 

 

Las pruebas de la 

actuación administrativa 

no se valoraron en 

conjunto, y que la 

decisión se basó en la 

declaración 

inconsistente del agente 

de tránsito, que además 

califica de contradictoria 

frente a lo consignado en 

la casilla 17 de la orden 

de comparendo. 
 

 

 

La Secretaría Distrital de Movilidad no dejó de valorar otras 

pruebas, en tanto que el demandante no las solicitó para 

respaldar la defensa que planteó en su versión libre. 

 

En la audiencia pública de impugnación de 22 de julio de 

2019 solo se consignaron como pruebas decretadas a 

solicitud de parte, la declaración de la Agente de Tránsito 

Edna Medina y el certificado de estudio en técnico en 

seguridad vial de dicha agente (folios 31 a 34, archivo 

01DemandaYAnexos). 

 

Las pruebas reseñadas se tuvieron en cuenta, además la 

parte demandante no señala cuáles son los hechos 

probados que pudieran extraerse de estas y que no fueron 

tenidos en cuenta por la Secretaría Distrital de Movilidad. 

 

Los actos administrativos aluden a la orden de comparendo 

para resaltar la coincidencia de lo allí expresado con la 

declaración de la agente de tránsito. En la audiencia pública 

de impugnación de 17 de enero de 2020 se dijo lo siguiente: 

 

“Es de anotar que el agente de Tránsito SHIRLY PAOLA 

VILLADA GONZÁLEZ, en la casilla 17, de observaciones de la 

orden de comparendo No. 110010000000 23461937, 

individualizó a una persona, teniendo concordancia con lo 

manifestado en su declaración (…)” (folio 43, archivo 

01DemandaYAnexos.pdf). 
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La declaración del 

agente de tránsito no 

estuvo respaldada en 

otras pruebas. Más allá 

del intercambio de 

dinero que vio el agente 

de tránsito, pero que no 

está demostrado que 

correspondiera al pago 

de un servicio de 

transporte, puesto que 

no hay otros medios 

probatorios que 

respalden tal afirmación. 
 

De otra parte, afirma no 

hay claridad en cuanto a 

si el agente de tránsito 

obtuvo la información de 

la declaración del 

acompañante del 

conductor o de la 

revisión de su teléfono 

personal. 

En efecto, la decisión sancionatoria se basó en la 

declaración de la agente de tránsito, pero no existía una 

tarifa legal en virtud de la cual fuera indispensable presentar 

un medio de prueba específico o un número de pruebas 

para arribar a la conclusión de la comisión de la infracción.  

 

De ahí, que, si a partir de la valoración del testimonio podía 

establecerse la responsabilidad contravencional, procedía 

su declaratoria.  

 

En su declaración indica que obtuvo la información de lo 

evidenciado cuando indagó con los ocupantes del vehículo 

durante el procedimiento policial, particularmente por lo 

dicho por quien acompañaba al conductor y por advertir 

que le entregó una suma de dinero. 

Falsa motivación de los actos impugnados 

 

En los actos 

administrativos se 

advierte una 

contradicción en cuanto 

a si para tener por 

cometida la infracción 

debía probarse o no la 

contraprestación 

económica en la 

prestación del servicio de 

transporte. 

 

Debe distinguirse entre la prueba de la contraprestación 

económica en la prestación del servicio público de 

transporte y la prueba del pago efectivo de la 

contraprestación que hubiese podido pactarse. 

 

En este orden, de la lectura de los actos administrativos, no se 

advierte la contradicción aludida por la parte demandante.  

 

El argumento de la Secretaría de Movilidad  está sustentado 

en la declaración del agente de tránsito en cuanto a que el 

acompañante del conductor manifestó que lo transportaba 

a cambio de una remuneración; en contraste, la precisión 

que la parte demandante estima contradictoria, solo se 

refiere a que no es indispensable que se haya probado que 

el pago se realizó, tal y como se advierte de la siguiente 

transcripción textual de los acápites de la audiencia pública 

de impugnación de 17 de enero de 2020: 

 

“Ahora bien, de otro lado para este fallador es menester 

precisar que no es necesario que se evidencie dicha 

contraprestación económica por parte del agente de 

tránsito toda vez que la sola prestación del servicio configura 

el cambio de modalidad del servicio para el cual tiene 

licencia de tránsito y en consecuencia amerita la imposición 

de la orden de comparendo codificada como infracción 

D12” (Audiencia de 17 de enero de 2020, folio 43, archivo 

01DemandayAnexos.pdf). 

 

La agente de tránsito 

partió del hecho de que 

no existía parentesco 

entre el conductor y su 

acompañante, pese a 

que esto es competencia 

Ni en el procedimiento policial, ni en los actos administrativos 

se tuvo como hecho irrefutable la ausencia de parentesco 

entre el conductor y su acompañante. De ahí, que la 

afirmación contraria pudo ser probada por el demandante, 

sin embargo, no se advierte que la relación parental fuera 

objeto de debate, luego no es un tema sustancial del que se 
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exclusiva de la policía 

judicial. 

 

pueda derivar la falsa motivación de los actos 

administrativos. 

 

 

La declaración del 

agente de tránsito no 

tenía el mérito probatorio 

para declarar al 

demandante 

contraventor. Sobre la 

particular señala que 

este testimonio fue 

inconsistente e 

insuficiente.  

 

 

 

La sola lectura de la valoración del testimonio de la agente 

de tránsito no revela su insuficiencia para declarar probada 

la infracción de tránsito, se trata de la declaración de una 

autoridad de tránsito(artículo 3 de la Ley 769 de 2002), 

investida de funciones que le permiten indagar sobre el 

cumplimiento de las normas de tránsito, de acuerdo  con lo 

establecido en  

 

Con esta prueba, la administración podía cumplir 

inicialmente con la carga de probar la comisión de la 

infracción. Luego, la parte demandante debía probar el 

sustento de su defensa. 

 

Con todo, será en la sentencia que se analizará a fondo el 

mérito demostrativo de la declaración de la agente de 

tránsito. 

 

El Despacho reitera que, de la lectura de los actos 

administrativos, no se advierte que la administración dejara 

de valorar algunas pruebas. Además, pone de presente que 

el demandante no solicitó pruebas que respaldaran la 

defensa planteada en su versión libre, justamente como lo 

resaltó la Secretaría de Movilidad en los actos administrativos 

demandados. 

 

 

 

Vulneración del derecho fundamental al debido proceso 

 

 

Extralimitación de las 

funciones del agente de 

tránsito. 

 

Sobre la extralimitación de funciones del agente de tránsito, 

el Despacho considera que al ser una autoridad de tránsito 

le era posible indagar con el conductor y su acompañante 

los temas atinentes a la movilidad, y si circulaban a causa de 

la prestación de un servicio de transporte.  

 

De otra parte, a partir de lo expuesto en los actos 

administrativos y las pruebas que reposan en el expediente, 

no hay evidencia de que se vulnerara el derecho 

fundamental a la intimidad, puesto que las indagaciones del 

agente de tránsito se limitaron a lo relacionado con el 

ejercicio de sus funciones. 

 

La Secretaría Distrital de 

Movilidad omitió 

pronunciarse o se 

pronunció de manera 

insuficiente sobre todos 

los argumentos de 

defensa que fueron 

presentados. 

Específicamente, las 

decisiones atacadas 

omitieron hacer 

referencia sobre 

argumentos explícitos 

Contrario a lo señalado por la parte demandante, 

preliminarmente se advierte que la entidad demandada se 

pronunció sobre cada uno de los argumentos presentado por 

el demandante durante el proceso contravencional. 

 

Particularmente, la Secretaría Distrital de Movilidad señaló la 

disposición normativa que establece la contravención (Literal 

D12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, modificado por el 

artículo 21 de la Ley 1383 de 2010) y la imputación de 

acuerdo con la valoración probatoria en cuanto a cada uno 

de los elementos configurativos de la contravención. 
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referentes a la 

postulación normativa 

concreta y sobre 

precedente aplicable al 

caso contravencional. 

 

De otra parte, se citaron un conjunto de disposiciones 

normativas infringida, entre las cuales se encuentran los 

artículos 38, 55, 131 y 153 de la Ley 769 de 2002, 4 a 6 de la 

Ley 336 de 1996, y 2.1.2.1 del Decreto 1079 de 2015. 

 

En cuanto al precedente aplicable al caso contravencional, 

la parte demandante no lo identifica, luego no es posible 

establecer si se desconoció. 

 

Imposición de sanción 

anticipada 

(inmovilización del 

vehículo), sin un juicio 

previo. 

 

La inmovilización del vehículo antes de que culminara el 

proceso contravencional, no vulneró el derecho 

fundamental al debido proceso, ni la libre locomoción del 

demandante, puesto que es una limitación autorizada en la 

ley, y proporcional como medida preventiva, ante la 

infracción imputada. 

 

Sobre la inmovilización, el artículo 125 del Código Nacional 

de Tránsito establece que para los casos a los que se refiere 

ese Código, consiste en suspender temporalmente la 

circulación del vehículo por las vías públicas o privadas 

abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será 

conducido a parqueaderos autorizados que determine la 

autoridad competente, hasta que se subsane o cese la 

causa que le dio origen, a menos que sea subsanable en el 

sitio que se detectó la infracción.  

 

Además, en el procedimiento sancionatorio, el demandante 

contó con las oportunidades procesales para ejercer su 

derecho de defensa y contradicción. 

 

 

Imposición de la carga 

de la prueba al 

demandante. 

 

Los actos administrativos no revelan la imposición de la carga 

de la prueba al demandante. La administración lo declaró 

contraventor con fundamento en el testimonio del agente de 

tránsito, luego la carga que reposaba sobre él era la prueba 

de sus argumentos de defensa, lo cual es congruente con lo 

establecido en el artículo 167 del C.G.P. 

 

  

De otra parte, sobre la existencia del perjuicio irremediable que justifique la 

necesidad de la suspensión provisional de los efectos de los actos 

administrativos demandados, el Juzgado advierte lo siguiente: 

 

i. La multa impuesta no representa un perjuicio irremediable, puesto 

que si bien su imposición crea una obligación en cabeza del 

demandante con fundamento en la cual podría iniciarse un 

proceso de cobro coactivo, debe tenerse en cuenta como opera 

la ejecutoria de los actos administrativos, según lo establecido en 

el artículo 829 del Estatuto Tributario: 

“EJECUTORIA DE LOS ACTOS. Se entienden ejecutoriados los 

actos administrativos que sirven de fundamento al cobro 

coactivo: 1. Cuando contra ellos no proceda recurso alguno. 2. 

Cuando vencido el término para interponer los recursos, no se 

hayan interpuesto o no se presenten en debida forma. 3. 

Cuando se renuncie expresamente a los recursos o se desista de 

ellos, y 4. Cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa 

o las acciones de restablecimiento del derecho o de revisión de 
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impuestos se hayan decidido en forma definitiva, según el caso” 

(Se resalta). 

ii. El demandante no allegó pruebas para demostrar la existencia de 

perjuicios, puesto que se limita a señalar que para realizar 

transacciones como la compra-venta de vehículos, expedición y 

refrendación de su licencia de conducción debe pagar la multa o 

celebrar un acuerdo de pago. Sin embargo, los actos 

administrativos no establecen sanciones relacionadas con dichos 

aspectos, ni tampoco se cita la normatividad a partir de la cual se 

deduce que la multa representa un obstáculo para obtener una  

licencia de conducción o celebrar negociaciones en materia de 

automotores. 

 

iii. El Despacho destaca que la posibilidad de que se afecte la licencia 

de conducción por reincidencia en infracciones de tránsito es una 

situación eventual y no actual para el demandante, puesto que no 

lo demostró, de ahí que se descarta la inminencia del perjuicio. 

Por último, resta pronunciarse sobre la solicitud de la medida cautelar de 

suspensión de todas las acciones de cobro persuasivo y coactivo que 

pudieran adelantarse como consecuencia de los actos administrativos 

demandados. 

 

Cabe reiterar lo expuesto en torno a que (i) el demandante no allegó prueba 

para demostrar la ocurrencia de perjuicios irremediable e inminentes y (ii) la 

forma en que opera la ejecutoria de los actos administrativos, según lo 

establece el artículo 829 del Estatuto Tributario. Mas aún, ni siquiera está 

demostrado que en su contra se haya iniciado un proceso de cobro 

coactivo. 

Así las cosas, no se cumplen los requisitos de procedencia de las medidas 

cautelares solicitadas y así se declarará en la parte resolutiva de esta 

providencia. 

En mérito de lo expuesto, el Jugado Tercero Administrativo del Circuito de 

Oralidad de Bogotá 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: Negar la medida cautelar de suspensión provisional los efectos 

jurídicos de los actos administrativos contenidos en la Resolución No. 6991 

de 17 de enero de 2020, y en la Resolución No. 4877 de 30 de diciembre de 

2020, a través de las cuales la Secretaría Distrital de Movilidad declaró al 

señor Alexander Cantillo Tabares contraventor de la infracción de tránsito 

señalada D – 12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, le impuso multa y 

dispuso la inmovilización del vehículo. 

 

SEGUNDO: Negar la medida cautelar de suspensión provisional de los 

procesos de cobro persuasivo o coactivo, adelantados con fundamento en 

las Resoluciones Nos. 6991 de 17 de enero de 2020, y 4877 de 30 de 

diciembre de 2020, a través de las cuales la Secretaría de Movilidad de 
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Bogotá declaró al señor Alexander Cantillo Tabares contraventor de la 

infracción de tránsito señalada D – 12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, 

le impuso multa y dispuso la inmovilización del vehículo. 

 

TERCERO: Reconocer al abogado Sergio Alejandro Barreto Chaparro, 

identificado con la cédula de ciudadanía 1.024.521.050 de Bogotá y Tarjeta 

Profesional 251.706 del C. S. de la J., como apoderado judicial de la parte 

demandada, Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Movilidad, con 

fundamento en el poder obrante en cuaderno de medidas cautelares14. 

  

CUARTO: Noticar el contenido de la presente providencia a los intervinientes 

a través del medio más expedito. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Juez 

 
JB 

                                                           
14 Expediente electrónico, Archivo 12CorreoOposiciónMedidaCautelar.pdf. 
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